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SECCIÓN SEXTA

Núm. 6476

AYUNTAMIENTO DE MEQUINENZA

ACUERDO de aprobación definitiva de la Ordenanza general de gestión, recaudación 
e inspección de los tributos y otros ingresos de derecho público municipales del 
Ayuntamiento de Mequinenza.
Al no haberse presentado reclamaciones durante el plazo de exposición al público, 

queda automáticamente elevado a definitivo el acuerdo plenario inicial aprobatorio de la 
Ordenanza general de gestión, recaudación e inspección de los tributos y otros ingresos 
de derecho público municipales del Ayuntamiento de Mequinenza, cuyo texto íntegro se 
hace público, para su general conocimiento, de conformidad con el artículo 17.3 del texto 
refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, aprobado por Real Decreto 
legislativo 2/2004, de 5 de marzo.

Ordenanza general de gestión, recaudación e inspección de los tributos
y otros ingresos de derecho público municipales

SECCIÓN I
Disposiciones generales

Artículo 1. Objeto.
1. La presente Ordenanza general, dictada al amparo de lo previsto en el 

artículo 106.2 de la Ley 7/1.985, de 2 de abril, reguladora de las Bases de Régimen 
Local; los artículos 11, 12.2 y 15.3 del texto refundido de la Ley Reguladora de las 
Haciendas Locales, aprobado por el Real Decreto legislativo 2/2004, de 5 de marzo 
(TRHL), y la disposición adicional cuarta, apartado 3, de la Ley 58/2003, de 17 de 
diciembre, General Tributaria, contiene normas aplicables al ejercicio de las compe-
tencias de este municipio en las materias de gestión, recaudación e inspección de los 
tributos y otros ingresos de derecho público municipales.

2. Se dicta esta Ordenanza para:
a) Desarrollar lo previsto en la Ley General Tributaria en aquellos aspectos refe-

rentes a los procedimientos tributarios de gestión, inspección y recaudación, llevados 
a cabo por este Ayuntamiento.

b) Regular aquellos aspectos comunes a diversas Ordenanzas fiscales, evitando 
así su reiteración.

c) Informar a los ciudadanos de las normas vigentes, así como de los derechos 
y garantías de los contribuyentes, cuyo conocimiento puede facilitar el cumplimiento 
de las obligaciones tributarias.

Art. 2. Ámbito de aplicación.
La presente Ordenanza se aplicará en la gestión de los ingresos de Derecho 

público cuya titularidad corresponda al Ayuntamiento de Mequinenza.
Esta Ordenanza general, así como las ordenanzas fiscales específicas de los 

tributos municipales, obligarán en el término municipal de Mequinenza y se aplicarán 
de acuerdo con los principios de residencia efectiva y territorialidad, según la natura-
leza del derecho.

Por decreto del alcalde se podrán dictar disposiciones interpretativas y aclarato-
rias de esta Ordenanza y de las ordenanzas reguladoras de cada exacción.

SECCIÓN II
Aplicación de los procedimientos tributarios en el Ayuntamiento de Mequinenza

Art. 3. Aspectos generales:
La tramitación de los expedientes estará guiada por los criterios de racionalidad 

y eficacia, procurando asimismo simplificar los trámites que debe realizar el ciudada-
no, y facilitar el acceso de este último a la información administrativa.

El alcalde podrá delegar el ejercicio de competencias y la firma de resoluciones 
administrativas, salvo que legalmente se prohibiera tal delegación.
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Art. 4. Comunicaciones informativas y consultas tributarias.
Se informará a los contribuyentes que lo soliciten de los criterios administrativos 

existentes para la aplicación de la normativa tributaria.
Las solicitudes formuladas verbalmente (incluidas las telefónicas), se responderá de 

igual forma en la medida de lo posible, no teniendo, en ningún caso, carácter vinculante.
Las consultas tributarias escritas se formularán antes de la finalización del pla-

zo establecido para el ejercicio de los derechos, la presentación de declaraciones o 
autoliquidaciones o el cumplimiento de otras obligaciones tributarias y se contestarán 
por escrito en el plazo de seis meses desde su presentación.

Cuando se actúe por medio de representante, este deberá acreditar su condi-
ción como tal, en los términos previstos en el artículo 46 de la Ley 58/2003, General 
Tributaria. En todo caso, se presumirá concedida la representación cuando se trate 
de acto de mero trámite.

Art. 5. Consultas en el padrón de habitantes.
Los funcionarios responsables de los Servicios de Gestión y Recaudación pue-

den efectuar consultas en el padrón de habitantes, limitadas a los datos indispensa-
bles para la eficaz gestión de los tributos municipales.

Tienen este carácter de datos con trascendencia tributaria los siguientes:
a) NIF, nombre y apellidos, o razón social y domicilio declarado de las personas 

que por primera vez se han empadronado en el municipio, o han solicitado la baja en 
el padrón.

Los datos señalados resultan de imprescindible consulta para verificar la correc-
ta tributación en el Ayuntamiento donde residen los contribuyentes, dado el principio 
de territorialidad que rige la exacción de los tributos municipales.

b) NIF, nombre y apellidos, o razón social y nuevo domicilio de los contribuyen-
tes que declaren cambios de dirección dentro del municipio.

Estos datos son imprescindibles para practicar correctamente la notificación per-
sonal de los actos de liquidación y recaudación de los tributos municipales.

Art. 6. Acceso a archivos y registros administrativos.
Los ciudadanos tienen derecho a acceder a la información pública, archivos y regis-

tros en los términos establecidos en la Constitución; en la Ley 39/2015, de 1 de octubre, 
del Procedimiento Administrativo Común, y en la Ley 58/2003, General Tributaria.

El acceso a los registros y documentos que formen parte de un expediente con-
cluido a la fecha de la solicitud y que obren en los archivos administrativos únicamente 
podrá ser solicitado por el obligado tributario que haya sido parte en el procedimiento 
tributario, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 95 de la Ley General Tributaria.

El obligado que sea parte en una actuación o procedimiento tributario podrá 
obtener a su costa copia de los documentos que figuren en el expediente, salvo que 
afecten a intereses de terceros o a la intimidad de otras personas o que así lo dis-
ponga la normativa vigente. Las copias se facilitarán en el trámite de audiencia o, en 
defecto de este, en el de alegaciones posterior a la propuesta de resolución.

En todo caso, para que sea autorizada la consulta se tendrá que formular pe-
tición individualizada especificando los documentos y/o expediente que se deseen 
consultar.

Art. 7. Registros.
El Registro General Municipal estará abierto de lunes a viernes, de 9:00 a 14:00 

horas.
A efectos del cómputo de plazos para dictar resolución, se entenderá como fe-

cha de presentación del correspondiente escrito la fecha de recepción en el Registro 
de Entrada municipal.

Registrado un documento, se estampará en el mismo nota expresiva de la fecha 
en que se inscribe y número de orden que le haya correspondido. El encargado del 
Registro una vez efectuada la inscripción, procederá a distribuir los documentos entre 
los departamentos competentes, para su oportuna tramitación.

Art. 8. Cómputo de plazos.
Siempre que no se exprese otra cosa, cuando los plazos se indiquen por días, 

se entiende que son hábiles, y se excluyen del cómputo los sábados, los domingos y 
los declarados festivos.

A efectos de recaudación de los ingresos, tanto en período voluntario como en 
período ejecutivo, si el vencimiento de cualquier plazo coincide con un sábado o un 
día inhábil, se trasladará el vencimiento al primer día hábil siguiente.
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Cuando los plazos se señalen por días naturales, se hará constar esta circuns-
tancia en las correspondientes notificaciones.

Si el plazo se fija en meses o años, estos se computarán a partir del día siguien-
te a aquel en que tenga lugar la notificación o publicación del acto de que se trate, o 
desde el siguiente a aquel en que se produzca la estimación o desestimación por si-
lencio administrativo. Si en el mes de vencimiento no hubiera día equivalente a aquel 
en que comienza el cómputo, se entenderá que el plazo expira el último día del mes.

Cuando el último día del plazo sea inhábil, se entenderá prorrogado al primer 
día hábil siguiente.

Los plazos expresados en días se contarán a partir del día siguiente a aquel 
en que tenga lugar la notificación o publicación del acto de que se trate, o desde el 
siguiente a aquel en se produzca la estimación o la desestimación por silencio admi-
nistrativo.

Cuando un día fuese hábil en el municipio o comunidad autónoma en que resi-
diese el interesado, e inhábil en este municipio, o a la inversa, se considerará inhábil 
en todo caso. Excepcionalmente, de oficio o a petición de los interesados, se podrá 
conceder una ampliación de plazos que no exceda de la mitad de los mismos. El 
acuerdo de ampliación deberá ser notificado a los interesados.

El acuerdo de concesión o la denegación de la ampliación o del aplazamiento no 
serán susceptibles de recurso o reclamación.

Art. 9. Tramitación de expedientes.
De los escritos que se presenten los interesados podrán exigir el correspondien-

te recibo, admitiéndose como tal una copia en la que figura la fecha de presentación.
Si las solicitudes no reúnen todos los requisitos exigidos por la normativa vigen-

te, se requerirá al interesado para que, en un plazo de diez días, subsane la falta o 
acompañe los documentos preceptivos, con indicación de que, si así no lo hiciera, se 
le tendrá por desistido de su petición, previa resolución de órgano competente, que 
deberá ser notificada al interesado.

En la resolución de expedientes de naturaleza homogénea, se observará el or-
den riguroso de incoación.

Art. 10. Obligación de resolver, motivación y plazo.
El Ayuntamiento está obligado a resolver expresamente todas las cuestiones 

que se planteen en los procedimientos de aplicación de los tributos, así como a notifi-
car dicha resolución expresa. Se exceptúa dicho deber de resolver expresamente en 
los casos siguientes:

—En los procedimientos relativos al ejercicio de derechos que solo deban ser 
objeto de comunicación por el obligado tributario.

—Cuando se produzca la caducidad, la pérdida sobrevenida del objeto del pro-
cedimiento, la renuncia o el desistimiento de los interesados.

El plazo máximo en que debe notificarse la resolución será de seis meses, salvo 
que la normativa aplicable fije un plazo distinto.

El plazo se contará:
a) En los procedimientos iniciados de oficio, desde la fecha de notificación del 

acuerdo de inicio.
b) En los procedimientos iniciados a instancia del interesado, desde la fecha en 

que el documento haya tenido entrada en el registro del órgano competente para su 
tramitación.

Queda excluido de lo dispuesto en este apartado el procedimiento de apremio, 
cuyas actuaciones podrán extenderse hasta el plazo de prescripción del derecho de 
cobro.

Se señalan en concreto los siguientes plazos, de interés particular.
a) El recurso de reposición, previo al contencioso-administrativo, se resolverá en 

el plazo de un mes a contar desde el día siguiente al de su presentación y se enten-
derá desestimado cuando no haya recaído resolución en plazo.

b) La concesión de beneficios fiscales en los tributos locales se resolverá en el 
plazo máximo de seis meses. Si en dicho plazo no ha recaído resolución, se entende-
rá desestimada la solicitud.
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SECCIÓN III
La gestión tributaria

SUBSECCIÓN I
De créditos tributarios

CAPÍTULO I
De vencimiento periódico

Art. 11. Impuesto sobre bienes inmuebles.
1. El padrón fiscal del impuesto sobre bienes inmuebles se elaborará en base al 

padrón catastral formado por la Gerencia Territorial del Catastro, al que se incorpora-
rán las alteraciones de orden físico, económico y jurídico aprobadas por el Catastro y 
aquellas que sean consecuencia de hechos o actos conocidos por el Ayuntamiento y 
en los términos convenidos con el Catastro.

El Ayuntamiento comunicará a la Gerencia del Catastro las nuevas construc-
ciones, susceptibles de generar un alta catastral, para las que se haya otorgado la 
correspondiente licencia o autorización municipal, en los términos determinados en la 
Ordenanza fiscal reguladora del impuesto sobre bienes inmuebles.

2. Las variaciones de orden físico, económico o jurídico que se produzcan en los 
bienes gravados tendrán efectividad desde el día primero del año siguiente, pudiendo 
incorporarse en el padrón correspondiente a este período dichas variaciones si de las 
mismas no ha derivado modificación de la base imponible.

3. Cuando se conozca de la realización de construcciones sobre un bien inmue-
ble y se notifique el nuevo valor catastral en un ejercicio posterior al de su conclusión, 
dicho valor tendrá efectividad desde el inicio del año natural inmediatamente siguiente 
al del fin de las obras.

En consecuencia, el Ayuntamiento liquidará el Impuesto sobre bienes inmuebles 
correspondiente a los ejercicios siguientes al de finalización de la construcción, en 
base al valor catastral asignado a suelo y construcción.

4. La liquidación comprenderá un período que se iniciará en el año siguiente al 
de conclusión de las obras y acabará en el ejercicio en que se practica la liquidación, 
siempre que dicho período no sea superior al plazo de prescripción.

Si tal período excede del plazo de prescripción, solo se liquidará el IBI corres-
pondiente a los años no prescritos.

5. La base liquidable se determinará aplicando las reducciones legales, cuya 
cuantía será fijada y comunicada por la Gerencia Territorial del Catastro, o por el 
Ayuntamiento, en los términos previstos legalmente.

6. Los sujetos pasivos están obligados a presentar declaraciones de alta, baja 
o variación cuando las alteraciones de los bienes tengan trascendencia para la liqui-
dación del impuesto.

No obstante cuando, resultando fehacientemente acreditada la referencia ca-
tastral, la transmisión de dominio se formalice en escritura pública o se solicite su 
inscripción en el Registro de la Propiedad en el plazo de dos meses desde el acto o 
negocio de que se trate, el interesado quedará eximido de la obligación de declarar 
la variación.

7. A los efectos previstos en el apartado anterior, el Ayuntamiento convendrá con 
los notarios y con el Registro de la Propiedad el procedimiento más idóneo, en orden 
a materializar la colaboración que permita conocer puntualmente las variaciones de 
propiedad de los inmuebles. Se procurará que las comunicaciones de datos con tras-
cendencia tributaria se efectúen por vía informática y con la mayor simplicidad.

En particular, se establece el acceso periódico y regular de los funcionarios mu-
nicipales autorizados al Índice único Informatizado del Consejo General del Notariado 
como medio de conocer las transmisiones de inmuebles ubicados en el municipio, 
formalizadas en cualquier Notaría de España.

8. La comunicación del notario, o del registrador de la Propiedad, servirá para 
cambiar la titularidad en el padrón del IBI y para liquidar el impuesto sobre incremento 
del valor de los terrenos de naturaleza urbana.

9. El Ayuntamiento facilitará a los notarios por el medio más rápido posible, 
certificación de las deudas pendientes por IBI, correspondientes al bien que se desea 
transmitir, al objeto de que puedan advertir a los comparecientes de tal extremo, en 
cumplimiento de lo previsto en el artículo 64 del texto refundido de la Ley Reguladora 
de las Haciendas Locales.
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Asimismo se informará, sobre las deudas existentes por IBI, a los particulares 
que demuestren un interés legítimo.

10. El adquirente de un bien inmueble responde, por afección del mismo, del 
pago de las deudas no prescritas por impuesto sobre bienes inmuebles existentes en 
la fecha de la transmisión.

11. A efectos de determinar las cuotas tributarias que deben figurar en el padrón, 
se aplicarán los tipos impositivos y beneficios fiscales aprobados por el Ayuntamiento, 
así como el coeficiente de actualización de valores catastrales aprobado por Ley de 
Presupuestos Generales del Estado. No será preciso proceder a la notificación indivi-
dualizada de tales modificaciones, puesto que las mismas proceden de la Ordenanza 
fiscal reglamentariamente tramitada y de una ley estatal de general y obligatoria apli-
cación.

12. En los procedimientos de valoración colectiva, no será necesaria la notifica-
ción individual de las liquidaciones tributarias cuando se hayan practicado previamen-
te las notificaciones del valor catastral y la base liquidable.

13. Actualmente la facultad y competencia de recaudación y gestión tributaria de 
este impuesto está delegada en la Excma. Diputación de Zaragoza, y, por tanto, para el 
procedimiento de gestión y recaudación no señalado en esta Ordenanza, se aplicará lo 
que dispone la legislación vigente, así como, en su caso, lo que establezca la Ordenanza 
General de Gestión, Inspección y Recaudación de los tributos y demás ingresos de dere-
cho público aprobada por la Excma. Diputación Provincial de Zaragoza.

Art. 12. Impuesto sobre vehículos de tracción mecánica.
1. El padrón fiscal del impuesto sobre vehículos de tracción mecánica se formará 

en base al padrón del año anterior, incorporando las altas y los efectos de otras modi-
ficaciones (transferencias, cambios de domicilio y bajas) formalizadas en el ejercicio 
inmediatamente anterior.

2. Será sujeto pasivo del impuesto la persona física o jurídica que figure como 
titular del vehículo en el Registro Central de Tráfico, salvo que se acredite fehacien-
temente que el vehículo fue transmitido antes del día primero del ejercicio a que se 
refiere el tributo exigido y que el transmitente comunicó a Tráfico la venta del vehículo.

3. A efectos de determinar las tarifas a que se refiere el artículo 95 del Real 
Decreto legislativo 2/2004, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley Regula-
dora de las Haciendas Locales, se considerará potencia del vehículo la resultante de 
aplicar la fórmula establecida por el anexo V del Reglamento General de Vehículos.

4. Para obtener la deuda tributaria que constará en el padrón, sobre las tarifas ci-
tadas en el punto anterior se aplicará el coeficiente de incremento aprobado en la Or-
denanza fiscal, que podrá ser diferente para las diversas clases de vehículos, y para 
cada uno de los tramos fijados por la Ordenanza, en relación a cada clase de vehículo.

5. No será preciso proceder a la notificación individualizada de las modificacio-
nes originadas por variación del coeficiente de incremento, o del cuadro de tarifas, ya 
que las mismas proceden de la Ordenanza fiscal reglamentariamente tramitada y de 
una ley estatal de general y obligatoria aplicación.

6. Cuando el vehículo se adquiera por primera vez, o cuando el transmitente sea 
una empresa dedicada a la compraventa de vehículos, la cuota del impuesto se prorratea-
rá por trimestres naturales, debiéndose satisfacer la cuota que corresponde a los trimes-
tres que restan por transcurrir, incluido aquel en que tiene lugar la adquisición.

7. En los supuestos a que se refiere el apartado anterior, el tributo se exigirá en 
régimen de autoliquidación.

Igualmente, se exigirá el impuesto en este régimen en el supuesto de rehabilita-
ción de un vehículo cuando esta se realice en ejercicios posteriores al de tramitación 
de la correspondiente baja.

El ingreso se podrá efectuar en las entidades bancarias colaboradoras.
El impreso para presentar la autoliquidación se facilitará en las mencionadas 

oficinas. Los interesados en su adquisición deberán abonar una tasa para compensar 
el coste que para el Ayuntamiento supone la edición de los impresos.

8. En los supuestos de baja, definitiva o temporal, anotada en el Registro de 
Tráfico, se procederá a la exclusión del vehículo del padrón del impuesto del ejercicio 
siguiente.

9. Cuando se trate de baja definitiva, o baja temporal por sustracción del vehículo, 
se procederá al prorrateo de la cuota del impuesto; la cuantía a satisfacer es la corres- 
pondiente a los trimestres naturales transcurridos desde el inicio del ejercicio, incluido 
aquel en que se formaliza la baja.

10. El prorrateo a que se refiere el apartado anterior originará el derecho a la 
devolución del ingreso indebido, que deberá ser solicitado por el interesado.
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Tratándose de bajas temporales por sustracción del vehículo, los efectos se 
producirán con referencia a la fecha del robo, pudiéndose formular la correspondiente 
solicitud dentro de los tres meses siguientes.

11. Actualmente la facultad y competencia de recaudación y gestión tributaria de 
este impuesto está delegada en la Excma. Diputación de Zaragoza, y por tanto para el 
procedimiento de gestión y recaudación no señalado en esta Ordenanza, se aplicará 
lo que dispone la legislación vigente, así como, en su caso, lo que establezca la Orde-
nanza General de Gestión, Inspección y Recaudación de los tributos y demás ingre-
sos de derecho público aprobada por la Excma. Diputación Provincial de Zaragoza.

Art. 13. Impuesto sobre actividades económicas.
1. El padrón fiscal del impuesto sobre actividades económicas se elaborará en 

base a la matrícula de contribuyentes formada por la Administración Estatal, com-
prensiva de los sujetos pasivos obligados al pago del impuesto por no resultarles de 
aplicación las exenciones legales.

2. Sobre las cuotas mínimas, fijadas por la Administración Estatal, se aplicarán el 
coeficiente de ponderación fijado en el artículo 86 del texto refundido de la Ley Regulado-
ra de las Haciendas Locales, el coeficiente de situación, aprobado por el Ayuntamiento al 
amparo de lo que autoriza el artículo 87 de dicha Ley y los beneficios fiscales que resulten 
procedentes, al estar previstos legalmente o en la Ordenanza fiscal.

3. La matrícula se formará anualmente y comprenderá los datos que determinen 
la normativa que resulte aplicable y las instrucciones que, en desarrollo de la misma, 
dicte la Agencia Estatal de Administración Tributaria.

4. Las variaciones en la cuota tributaria originadas por modificación del coeficiente 
de situación previstas en el artículo 87 del texto refundido de la Ley Reguladora de las 
Haciendas Locales, o del tipo de recargo provincial establecido en el artículo 134 de la 
misma Ley, así como las resultantes de la modificación legal de las tarifas del impuesto,  
no requerirán notificación individualizada, ya que proceden de normas de aplicación 
general y obligatoria en su ámbito territorial.

5. Actualmente la facultad y competencia de recaudación y gestión tributaria de 
este impuesto está delegada en la Excma. Diputación de Zaragoza, y por tanto para el 
procedimiento de gestión y recaudación no señalado en esta Ordenanza, se aplicará 
lo que dispone la legislación vigente, así como, en su caso, lo que establezca la Orde-
nanza General de Gestión, Inspección y Recaudación de los tributos y demás ingre-
sos de derecho público aprobada por la Excma. Diputación Provincial de Zaragoza.

Art. 14. Tasas.
1. Los padrones se elaborarán en base al padrón del ejercicio anterior, incorpo-

rando las modificaciones derivadas de la variación de tarifas aprobadas en la Orde-
nanza fiscal correspondiente, así como otras incidencias que no constituyan altera-
ción de los elementos esenciales determinantes de la deuda tributaria y que fueran 
conocidas por el Ayuntamiento.

2. Las variaciones en la cuota tributaria originadas por modificación de las tari-
fas contenidas en la Ordenanza fiscal no precisan de notificación individualizada, en 
cuanto dicha Ordenanza ha sido expuesta al público y tramitada reglamentariamente.

3. Las ordenanzas fiscales podrán determinar los plazos y medios de pago de las 
tasas, en función de las particularidades de los hechos imponibles sujetos a tributación.

Art. 15. Aprobación de padrones.
1. Los padrones fiscales se elaborarán por el Servicio de Gestión Tributaria, 

correspondiendo a la Intervención de Fondos su fiscalización y toma de razón y al 
alcalde su aprobación.

2. Los padrones fiscales, conteniendo las cuotas a pagar y los elementos tribu-
tarios determinantes de las mismas, se expondrán al público en las oficinas de este 
Ayuntamiento durante un mes a contar desde el inicio del período de cobro voluntario.

3. Contra la exposición pública de los padrones, y de las liquidaciones en los 
mismos incorporadas, se podrá interponer recurso de reposición, previo al contencio-
so-administrativo, en el plazo de un mes a contar desde la fecha de finalización del 
período de exposición pública del padrón.

Art. 16. Calendario fiscal.
1. Con carácter general, se establecerán los períodos para pagar los tributos 

de cobro periódico por recibo, mediante la aprobación anual de un calendario fiscal. 
En caso de no aprobarse este calendario, los plazos de cobro en voluntaria de estos 
tributos serán los siguientes:

• Del 1 de junio al 15 de agosto, voluntaria.
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Art. 17. Anuncios de cobranza.
1. La comunicación del período de pago se llevará a cabo de forma colectiva, 

publicándose el correspondiente edicto en el BOPZ y en el tablón de anuncios del 
Ayuntamiento. Dicho edicto podrá divulgarse por los medios de comunicación que se 
consideren adecuados.

2. El anuncio de cobranza deberá contener, al menos:
a. El plazo de ingreso.
b. La modalidad de cobro utilizable.
c. Los lugares, días y horas de ingreso.
d. La advertencia de que, transcurrido el plazo de ingreso, las deudas serán 

exigidas por el procedimiento de apremio y se devengarán los correspondientes re-
cargos del período ejecutivo, los intereses de demora y, en su caso, las costas que 
se produzcan.

Art. 18. Liquidaciones en tributos de vencimiento periódico.
Una vez notificada individualmente la liquidación correspondiente al alta en el 

respectivo registro, padrón o matrícula, la exacción de los tributos de cobro periódico 
se llevará a cabo mediante recibos incorporados a un padrón fiscal.

CAPÍTULO II
De vencimiento no periódico.

Art. 19. Liquidaciones en tributos de vencimiento no periódico.
1. El Ayuntamiento practicará liquidación en aquellos tributos de vencimiento no 

periódico en que no se haya establecido el sistema de autoliquidación.
2. La aprobación de las liquidaciones compete al alcalde, sin perjuicio de que 

pueda delegar esta competencia en la Junta de Gobierno Local, a cuyo efecto se ela-
borará una relación resumen de los elementos tributarios, en la que deberá constar la 
toma de razón de la Intervención.

3. Dichas liquidaciones se notificarán con expresión de:
a) La identificación del obligado tributario.
b) Los elementos determinantes de la cuantía de la deuda tributaria.
c) La motivación de las mismas cuando no se ajusten a los datos consignados 

por el obligado tributario o a la aplicación o interpretación de la normativa realizada 
por el mismo, con expresión de los hechos y elementos esenciales que las originen, 
así como de los fundamentos de derecho.

d) Los medios de impugnación que puedan ser ejercidos, órgano ante el que 
hayan de presentarse y plazo para su interposición.

e) El lugar, plazo y forma en que debe ser satisfecha la deuda tributaria.
f) Su carácter de provisional o definitiva.
4. No se girarán liquidaciones cuya cuota tributaria sea inferior a 6,01 euros, 

excepto en aquellos casos que formen parte de una relación notificada a un mismo 
sujeto pasivo.

Art. 20. Presentación de declaraciones y autoliquidaciones.
1. Los sujetos pasivos estarán obligados a presentar las declaraciones estable-

cidas legalmente.
2. En el caso de liquidaciones resultantes de declaraciones necesarias para la 

práctica de las mismas, presentadas fuera de plazo sin requerimiento previo de la 
Administración, se aplicarán los recargos previstos en el artículo 27 de la Ley General 
Tributaria.

3. Las declaraciones-liquidaciones o autoliquidaciones presentadas por los suje-
tos pasivos tendrán carácter provisional.

4. Las autoliquidaciones presentadas por los obligados tributarios podrán ser 
objeto de verificación y comprobación por el Ayuntamiento, que practicará, en su caso, 
la liquidación que proceda.

5. En el supuesto de no practicarse en plazo la declaración o autoliquidación 
por el sujeto pasivo, el Ayuntamiento podrá requerir a este para que aporte los do-
cumentos necesarios para llevar a efecto la liquidación del impuesto o practicar la 
correspondiente liquidación cuando los elementos de prueba que obren en su poder 
pongan de manifiesto la realización del hecho imponible, calculando en ambos casos 
los intereses de demora y sin perjuicio de las sanciones tributarias que, en su caso, 
puedan imponerse.
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6. Las liquidaciones a que hacen referencia los apartados 4 y 5 anteriores se 
notificarán íntegramente a los sujetos pasivos con indicación del plazo de ingreso y 
con expresión de los recursos procedentes.

CAPÍTULO III
Notificaciones administrativas

Art. 21. Notificación de las liquidaciones.
1. En los tributos de cobro periódico por recibo, una vez notificada la liquidación 

correspondiente al alta en el respectivo registro, padrón o matrícula, serán notificadas 
colectivamente las sucesivas liquidaciones, al amparo de lo previsto en el artículo 102.3 
de la Ley General Tributaria.

2. En los tributos de vencimiento singular, la notificación de las liquidaciones se 
realizará por cualquier medio que permita tener constancia de la recepción, así como 
de la fecha, la identidad de quien recibe la notificación y el contenido del acto notifica-
do. La acreditación de la notificación efectuada se incorporará al expediente.

3. En los procedimientos iniciados a solicitud del interesado, la notificación se 
practicará en el lugar señalado a tal efecto por el obligado tributario o su representan-
te o, en su defecto, en el domicilio fiscal de uno u otro. En los procedimientos iniciados 
de oficio, la notificación podrá practicarse en el domicilio fiscal del obligado tributario o 
su representante, en el centro de trabajo, en el lugar donde se desarrolle la actividad 
económica o en cualquier otro adecuado a tal fin.

4. Cuando la notificación se practique en el lugar señalado al efecto por el obli-
gado tributario o por su representante, o en el domicilio fiscal de uno u otro, de no 
hallarse presentes en el momento de la entrega, podrá hacerse cargo de la misma 
cualquier persona que se encuentre en dicho lugar o domicilio y haga constar su iden-
tidad, así como los empleados de la comunidad de vecinos o de propietarios donde 
radique el lugar señalado a efectos de notificaciones o el domicilio fiscal del obligado 
o su representante.

5. El rechazo de la notificación realizado por el interesado o su representante 
implicará que se tenga por efectuada la misma.

6. Cuando no sea posible efectuar la notificación al obligado tributario o a su 
representante por causas no imputables a la Administración e intentada al menos 
dos veces en el domicilio fiscal, o en el designado por el interesado si se trata de un 
procedimiento iniciado a solicitud del mismo, se harán constar en el expediente las 
circunstancias de los intentos de notificación. Será suficiente un solo intento cuando 
el destinatario conste como desconocido en dicho domicilio o lugar.

En este supuesto, se citará al obligado o a su representante para ser notificados 
por comparecencia por medio de anuncios que se publicarán, por una sola vez para 
cada interesado, en el BOPZ.

La publicación en el BOPZ se efectuará los días 5 y 20 de cada mes o, en su 
caso, el día inmediato hábil posterior.

Estos anuncios podrán exponerse asimismo en el tablón de anuncios del Ayun-
tamiento correspondiente al último domicilio fiscal conocido. En el caso de que el 
último domicilio conocido radicara en el extranjero, el anuncio se podrá exponer en el 
consulado o sección consular de la embajada correspondiente.

En la publicación en el boletín oficial constará la relación de notificaciones pen-
dientes con indicación del obligado tributario o su representante, el procedimiento 
que las motiva, el órgano competente de su tramitación y el lugar y plazo en que el 
destinatario de las mismas deberá comparecer para ser notificado.

En todo caso, la comparecencia deberá producirse en el plazo de quince días 
naturales, contados desde el siguiente al de la publicación del anuncio en el corres-
pondiente boletín oficial.

Transcurrido dicho plazo sin comparecer, la notificación se entenderá producida 
a todos los efectos legales el día siguiente al del vencimiento del plazo señalado.

Cuando el inicio de un procedimiento o cualquiera de sus trámites se entiendan 
notificados por no haber comparecido el obligado tributario o su representante, se le 
tendrá por notificado de las sucesivas actuaciones y diligencias de dicho procedimien-
to, y se mantendrá el derecho que le asiste a comparecer en cualquier momento del 
mismo. No obstante, las liquidaciones que se dicten en el procedimiento y los acuer-
dos de enajenación de los bienes embargados deberán ser notificados.
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Obligación de tramitación electrónica:
La Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 

Administraciones Públicas, establece en su artículo 14 lo siguiente:
«Art. 14.2. En todo caso, estarán obligados a relacionarse a través de medios 

electrónicos con las Administraciones Públicas para la realización de cualquier trámite 
de un procedimiento administrativo, al menos, los siguientes sujetos:

1. Las personas jurídicas.
2. Las entidades sin personalidad jurídica.
3. Quienes ejerzan una actividad profesional para la que se requiera colegiación 

obligatoria, para los trámites y actuaciones que realicen con las Administraciones Pú-
blicas en ejercicio de dicha actividad profesional. En todo caso, dentro de este colecti-
vo se entenderán incluidos los notarios y registradores de la propiedad y mercantiles.

4. Quienes representen a un interesado que esté obligado a relacionarse elec-
trónicamente con la Administración.

5. Los empleados de las Administraciones Públicas para los trámites y actuacio-
nes que realicen con ellas por razón de su condición de empleado público, en la forma 
en que se determine reglamentariamente por cada Administración.

Por tanto, estos obligados tributarios tienen obligación de presentación de so-
licitudes y documentos por medios electrónicos en el Registro Electrónico General 
de este Ayuntamiento, como a recibir las notificaciones por medios electrónicos ha-
bilitando por tanto ante este Ayuntamiento un correo electrónico de aviso, debiendo 
disponer de algún sistema de identificación electrónica: DNI-e, certificado electrónico 
o credenciales de Cl@ve.

CAPÍTULO IV
Concesión de beneficios fiscales

Art. 22. Solicitud y efectos de la concesión:
1. La solicitud de beneficios fiscales se formulará de modo y en plazo fijado 

legalmente o en las ordenanzas fiscales. La concesión o denegación de exenciones, 
reducciones o bonificaciones se ajustará a la normativa específica de cada tributo y a 
las prescripciones establecidas en la Ordenanza fiscal correspondiente.

Salvo previsión legal o reglamentaria en contra, la concesión de beneficios fis-
cales tiene carácter rogado, por lo que los mismos deberán ser solicitados, mediante 
instancia dirigida al alcalde, que deberá acompañarse de la documentación corres-
pondiente.

2. El acuerdo de concesión o denegación de los beneficios fiscales de carácter 
rogado se adoptará en el plazo de seis meses contados desde la fecha de la solicitud. 
Si no se dicta resolución en este plazo, la solicitud formulada se entenderá desestimada.

Con carácter general, la concesión de beneficios fiscales no tendrá carácter re-
troactivo, por lo que en caso de concederse, sus efectos comenzarán a operar desde 
el momento en que por primera vez tenga lugar el devengo del tributo con posteriori-
dad a la fecha de solicitud del beneficio fiscal.

3. Cuando se trate de beneficios fiscales que han de otorgarse de oficio, se apli-
carán en el momento de practicar la liquidación, siempre que el Ayuntamiento dispon-
ga de la información acreditativa de los requisitos exigidos para su disfrute.

4. Al objeto de reducir el número de certificados exigibles, siempre que resulte 
procedente, se acompañará a la solicitud del beneficio fiscal, el consentimiento del 
interesado para que el servicio gestor municipal pueda obtener la certificación acredi-
tativa del cumplimiento de algunos requisitos.

CAPÍTULO V
Procedimiento de revisión

Art. 23. Revisión de actos en vía administrativa.
Respecto de los procedimientos especiales de revisión de los actos dictados 

en materia de gestión tributaria, se estará a lo dispuesto en el artículo 110 de la 
Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases de Régimen Local, y en los párra-
fos siguientes:

a) La devolución de ingresos indebidos y la rectificación de errores materiales en 
el ámbito de los tributos locales se ajustarán a lo dispuesto en los artículos 32 y 220 
de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria.
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b) No serán en ningún caso revisables los actos administrativos confirmados por 
sentencia judicial firme.

Los actos dictados en materia de gestión de los restantes ingresos de derecho 
público de las entidades locales, también estarán sometidos a los procedimientos 
especiales de revisión conforme a lo previsto en este apartado.

Art. 24. Recurso de reposición.
1. Contra los actos dictados por el Ayuntamiento en vía de gestión de los tributos 

propios y los restantes ingresos de derecho público, podrá interponerse recurso de 
reposición.

Contra la resolución, en su caso, del citado recurso de reposición, podrá inter-
ponerse reclamación económico-administrativa ante el Tribunal Económico-Adminis-
trativo municipal. La resolución que se dicte por este órgano pone fin a la vía adminis-
trativa y contra ella solo cabrá la interposición del recurso contencioso-administrativo, 
conforme a lo dispuesto en el artículo 137 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora 
de las Bases de Régimen Local.

El recurso de reposición podrá interponerse en los términos establecidos en el 
artículo 14.2 del Real Decreto legislativo 2/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba 
el texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales.

2. Será competente para conocer y resolver el recurso de reposición el órgano 
que haya dictado el acto administrativo impugnado. No obstante, cuando un órgano 
actúa por delegación de otro órgano de la misma Administración, el recurso se pre-
sentará ante el delegante y al mismo corresponderá resolver.

Art. 25. Recurso contencioso-administrativo y reclamación económico-adminis-
trativa.

1. Con carácter general y excepto en los supuestos en que proceda interponer 
reclamación económico-administrativa contra la denegación del recurso de reposición 
puede interponerse recurso contencioso-administrativo en los plazos siguientes:

a) Si la resolución ha sido expresa, en el plazo de dos meses contados desde 
el día siguiente al de la notificación del acuerdo resolutorio del recurso de reposición.

b) Si no hubiera resolución expresa, en el plazo de seis meses contados desde 
el día siguiente a aquel en que haya de entenderse desestimado el recurso de repo-
sición.

2. El plazo para interponer el recurso contencioso-administrativo contra la apro-
bación o la modificación de las ordenanzas fiscales será de dos meses contados des-
de el día siguiente a la fecha de publicación de su aprobación definitiva.

3. El plazo para interponer reclamación económico-administrativa será de un 
mes a contar desde el día siguiente al de la notificación del acto impugnado, o desde 
el día siguiente a aquel en que se produzcan los efectos del silencio administrativo, 
excepto que la norma aplicable fije otro plazo.

Art. 26. Revisión de oficio y declaración de lesividad.
1. Corresponderá al Pleno de la Corporación la declaración de nulidad de pleno 

derecho y la revisión de los actos dictados en vía de gestión tributaria, en los casos 
y de acuerdo con el procedimiento establecido en los artículos 217 y 218 de la Ley 
General Tributaria.

2. En los demás casos, el Ayuntamiento no podrá anular sus propios actos de-
clarativos de derechos, y su revisión requerirá la previa declaración de lesividad para 
el interés público y su impugnación en vía contencioso-administrativa, con arreglo a la 
Ley de dicha jurisdicción. El Ayuntamiento podrá declarar lesivos para el interés pú-
blico sus actos y resoluciones favorables a los interesados que incurran en cualquier 
infracción del ordenamiento jurídico, a fin de proceder a su posterior impugnación en 
vía contencioso-administrativa.

Art. 27. Revocación de actos y rectificación de errores.
1. El Ayuntamiento podrá revocar sus actos en beneficio de los interesados 

cuando se estime que infringen manifiestamente la ley, cuando circunstancias so-
brevenidas que afecten a una situación jurídica particular pongan de manifiesto la 
improcedencia del acto dictado, o cuando en la tramitación del procedimiento se haya 
producido indefensión a los interesados.

La revocación no podrá constituir, en ningún caso, dispensa o exención no per-
mitida por las normas tributarias, ni ser contraria al principio de igualdad, al interés 
público o al ordenamiento jurídico.
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2. Se podrá rectificar en cualquier momento, de oficio o a instancia del intere-
sado, los errores materiales o de hecho y los aritméticos, siempre que no hubieren 
transcurrido cuatro años desde que se dictó el acto objeto de rectificación.

CAPÍTULO VI
Suspensión del procedimiento

Art. 28. Suspensión por interposición de recursos.
1. La ejecución del acto impugnado quedará suspendida automáticamente a ins-

tancia del interesado si se garantiza el importe de dicho acto, los intereses de demora 
que genere la suspensión y los recargos que pudieran proceder.

Si la impugnación afectase a una sanción tributaria, la ejecución de la misma 
quedará suspendida automáticamente sin necesidad de aportar garantías de acuerdo 
con lo dispuesto en el apartado 3 del artículo 212 de la Ley General Tributaria.

2. Las garantías necesarias para obtener la suspensión automática a la que se 
refiere el apartado anterior serán exclusivamente las siguientes:

a) Depósito de dinero o valores públicos.
b) Aval o fianza de carácter solidario de entidad de crédito o sociedad de garan-

tía recíproca o certificado de seguro de caución.
c) Fianza personal y solidaria de otros contribuyentes de reconocida solvencia 

para los supuestos que se establezcan en la normativa tributaria.
Estas garantías serán valoradas y en todo caso deberán ser consideradas sufi-

cientes por los técnicos de este Ayuntamiento.
3. Cuando el interesado no pueda aportar las garantías necesarias para obtener 

la suspensión a que se refiere el apartado anterior, se acordará la suspensión previa 
prestación de otras garantías que se estimen suficientes, y podrá modificarse la reso-
lución sobre la suspensión en los casos previstos en el segundo párrafo del apartado 
siguiente.

4. Podrá suspenderse la ejecución del acto con dispensa total o parcial de ga-
rantías cuando dicha ejecución pudiera causar perjuicios de difícil o imposible repa-
ración.

En los supuestos a los que se refiere este apartado, podrá modificarse la reso-
lución sobre la suspensión cuando aprecie que no se mantienen las condiciones que 
motivaron la misma, cuando las garantías aportadas hubieran perdido valor o efecti-
vidad, o cuando conozca de la existencia de otros bienes o derechos susceptibles de 
ser entregados en garantía que no hubieran sido conocidos en el momento de dictarse 
la resolución sobre la suspensión.

5. Se podrá suspender la ejecución del acto recurrido sin necesidad de aportar 
garantía cuando se aprecie que al dictarlo se ha podido incurrir en error aritmético, 
material o de hecho.

6. Si el recurso no afecta a la totalidad de la deuda tributaria, la suspensión se 
referirá a la parte reclamada, y quedará obligado el reclamante a ingresar la cantidad 
restante.

7. Se mantendrá la suspensión producida en vía administrativa cuando el intere-
sado comunique al Ayuntamiento en el plazo de interposición del recurso contencio-
so-administrativo que ha interpuesto dicho recurso y ha solicitado la suspensión en 
el mismo.

Dicha suspensión continuará, siempre que la garantía que se hubiese aportado 
en vía administrativa conserve su vigencia y eficacia, hasta que el órgano judicial 
adopte la decisión que corresponda en relación con la suspensión solicitada.

Tratándose de sanciones, la suspensión se mantendrá, en los términos previs-
tos en el párrafo anterior y sin necesidad de prestar garantía, hasta que se adopte la 
decisión judicial.

8. Cuando el Ayuntamiento tenga conocimiento de la desestimación de un recur-
so contencioso-administrativo, contra una liquidación que se encuentra en período de 
pago voluntario, deberá notificar la deuda resultante comprensiva del principal más 
los intereses de demora acreditados en el período de suspensión.

Cuando la deuda suspendida se encuentra en vía de apremio, antes de con-
tinuar las actuaciones ejecutivas contra el patrimonio del deudor, se le requerirá el 
pago de la deuda suspendida más los intereses de demora devengados durante el 
tiempo de la suspensión.
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El pago de las cantidades exigibles, según lo previsto en este apartado se deberá 
efectuar en los términos establecidos en el artículo 62.2 de la LGT y en el apartado 7 del 
presente artículo.

9. La ejecución del acto o resolución impugnado mediante un recurso extraordi-
nario de revisión no podrá suspenderse en ningún caso.

Art. 29. Otras suspensiones:
1. La presentación de una solicitud de aplazamiento o fraccionamiento en perío-

do voluntario impedirá el inicio del período ejecutivo, pero no el devengo del interés 
de demora.

Las solicitudes en período ejecutivo podrán presentarse hasta el momento en 
que se notifique al obligado el acuerdo de enajenación de los bienes embargados.

2. Cuando la solicitud de aplazamiento de pago o compensación se presente en 
período voluntario, si al finalizar este plazo está pendiente de resolución la menciona-
da solicitud, no se expedirá providencia de apremio.

3. El Ayuntamiento podrá iniciar o, en su caso, continuar el procedimiento de 
apremio durante la tramitación del aplazamiento o fraccionamiento. No obstante, de-
berán suspenderse las actuaciones de enajenación de los bienes embargados hasta 
la notificación de la resolución denegatoria del aplazamiento o fraccionamiento.

A estos efectos, es necesario que el técnico del Servicio de Recaudación justi-
fique la propuesta de suspensión, la cual, si es oportuno, deberá ser autorizada por 
el tesorero.

4. Será causa de suspensión del procedimiento de apremio sobre los bienes o 
derechos controvertidos, la interposición de tercería de dominio. Esta suspensión será 
acordada por el tesorero, una vez se hayan adoptado las medidas de aseguramiento 
que procedan, según lo dispuesto en el Reglamento General de Recaudación y, vistos 
los documentos originales en que el tercerista fundamenta su derecho.

Si la tercería fuera de mejor derecho proseguirá el procedimiento hasta la reali-
zación de los bienes y el producto obtenido se consignará en depósito a resultas de 
la resolución de la tercería.

Art. 30. Paralización del procedimiento.
1. Cuando concurran circunstancias excepcionales diferentes de las previstas 

en el apartado anterior, el funcionario competente del Servicio de Recaudación muni-
cipal podrá formular propuesta justificada de paralización del procedimiento, que en 
su caso deberá ser autorizada por la Tesorería municipal.

2. El procedimiento de apremio se suspenderá de forma automática por los órga-
nos de recaudación, sin necesidad de prestar garantía, cuando el interesado demues-
tre que se ha producido en su perjuicio error material, aritmético o de hecho en la de-
terminación de la deuda, que la misma ha sido ingresada, condonada, compensada, 
aplazada o suspendida o que ha prescrito el derecho a exigir el pago.

Art. 31. Suspensión de la ejecución de sanciones.
1. La ejecución de las sanciones tributarias que hayan sido objeto de recurso de 

reposición quedará automáticamente suspendida en período voluntario sin necesidad 
de aportar garantía hasta que sean firmes en vía administrativa.

Esta suspensión se aplicará automáticamente por los órganos encargados del 
cobro de la deuda, sin necesidad de que el contribuyente lo solicite.

2. Una vez la sanción sea firme en vía administrativa, los órganos de recauda-
ción no iniciarán las actuaciones del procedimiento de apremio mientras no concluya 
el plazo para interponer el recurso contencioso administrativo.

Si durante ese plazo el interesado comunica a dichos órganos la interposición 
del recurso con petición de suspensión, esta se mantendrá hasta que el órgano judi-
cial adopte la decisión que corresponda en relación con la suspensión solicitada.

Art. 32. Concurrencia de procedimientos.
1. En caso de concurrencia del procedimiento de apremio para la recaudación de 

los tributos con otros procedimientos de ejecución, ya sean singulares o universales, 
judiciales o no judiciales, la Tesorería municipal solicitará de los órganos judiciales 
información sobre estos procedimientos que pueda afectar a los derechos de la Ha-
cienda Municipal.

Se podrá proceder al embargo preventivo de bienes con anterioridad a la sus-
pensión del procedimiento.

2. Una vez obtenida la información solicitada, se dará cuenta a la Asesoría Jurí-
dica acompañando cuanta documentación sea necesaria y, en concreto, certificación 
de las deudas, al efecto de que por parte de la Asesoría se asuma la defensa de los 
derechos de la Hacienda Municipal.
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3. La competencia para suscripción de acuerdos o convenios que resultasen de 
la tramitación del procedimiento anterior, corresponderá al alcalde.

CAPÍTULO VII
Devolución de ingresos indebidos

Art. 33. Iniciación.
1. El procedimiento para el reconocimiento del derecho a la devolución de in-

gresos indebidos se iniciará de oficio o a instancia del interesado en los siguientes 
supuestos:

a) Cuando se haya producido una duplicidad en el pago de deudas tributarias o 
sanciones.

b) Cuando la cantidad pagada haya sido superior al importe a ingresar resultante 
de un acto administrativo o de una autoliquidación.

c) Cuando se hayan ingresado cantidades correspondientes a deudas o sancio-
nes tributarias después de haber transcurrido los plazos de prescripción.

d) Cuando lo acuerde la resolución de un recurso administrativo o una resolución 
judicial firmes.

e) Cuando así lo establezca la normativa tributaria.
Art. 34. Legitimados para instar el procedimiento de devolución.
Tendrán derecho a solicitar la devolución de ingresos indebidos los obligados 

tributarios y los sujetos infractores que hubieran realizado ingresos indebidos con 
ocasión del cumplimiento de sus obligaciones tributarias o del pago de sanciones, así 
como los sucesores de unos y otros.

Art. 35. Contenido del derecho a la devolución.
La cantidad a devolver como consecuencia de un ingreso indebido estará cons-

tituida por la suma de las siguientes cantidades:
a) El importe del ingreso indebidamente efectuado.
b) Las costas satisfechas cuando el ingreso indebido se hubiera realizado duran-

te el procedimiento de apremio.
c) El interés de demora vigente a lo largo del período en que resulte exigible, 

sobre las cantidades indebidamente ingresadas, sin necesidad de que el obligado 
tributario lo solicite.

A estos efectos, el interés de demora se devengará desde la fecha en que se 
hubiese realizado el ingreso indebido hasta la fecha en que se ordene el pago de la 
devolución.

Art. 36. Tramitación del reconocimiento del derecho a devolución.
1. Cuando el procedimiento se inicie a instancia del interesado, se adjuntarán a 

la solicitud los documentos que acrediten el derecho a la devolución, así como cuan-
tos elementos de prueba se consideren oportunos a tal efecto.

Asimismo, deberán aportarse el justificante del ingreso y un número de cuenta 
para efectuar la transferencia bancaria.

2. Cuando el derecho a la devolución nace como consecuencia de la resolu-
ción de un recurso, o de la anulación o revisión de actos dictados en vía de gestión 
tributaria, el reconocimiento de aquel derecho corresponde al mismo órgano que ha 
aprobado el acto administrativo que lo origina.

3. En los supuestos de pagos duplicados, la devolución será aprobada por el 
técnico del Servicio de Recaudación, sin perjuicio del control posterior que realizará 
la Tesorería.

4. El expediente administrativo de devolución de ingresos indebidos se tramitará 
por el Servicio de Gestión Tributaria, salvo en los supuestos de duplicidad de pago, en 
que corresponderá dicha tramitación a la Tesorería.

5. El interesado podrá entender desestimada su solicitud por silencio administra-
tivo transcurrido el plazo máximo de seis meses sin haberse notificado la resolución 
expresa.

Art. 37. Devoluciones por ingresos debidos.
1. Cuando se haya de devolver al interesado una cantidad ingresada debida-

mente como consecuencia de la aplicación del tributo, no se abonarán intereses de 
demora.
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Indicativamente, se señalan los casos siguientes:
a) Devoluciones parciales de la cuota satisfecha por impuesto sobre vehículos 

de tracción mecánica, en el supuesto de baja del vehículo, cuando procede el prorra-
teo de la cuota.

b) Devoluciones originadas por la concesión de beneficios fiscales de carácter 
rogado, cuando se haya ingresado la cuota.

c) Devoluciones del impuesto sobre construcciones, instalaciones y obras (ICIO) 
cuando, por causas ajenas a la Administración, no se han iniciado las obras.

Art. 38. Pago de la devolución:
Cuando la Tesorería conozca de la existencia de pagos duplicados o excesivos 

fehacientemente acreditados, no solicitados por los interesados, se hará la propues-
ta de pago de la cuantía indebidamente ingresada y se expedirá simultáneamente 
comunicación al interesado para que designe cuenta bancaria en la cual efectuar la 
correspondiente transferencia.

Teniendo en cuenta que las informaciones sobre recaudación se reciben en 
breves días, en general no se acreditaran intereses por inexistencia de período de 
demora.

Si la devolución es solicitada por los interesados en las oficinas municipales de 
Recaudación y se aportan los comprobantes originales del pago duplicado o excesivo, 
el tesorero autorizará de forma inmediata la devolución.

Art. 39. Reintegro del coste de las garantías.
1. Los expedientes de reintegro del coste de las garantías depositadas para 

suspender un procedimiento mientras se halla pendiente de resolución un recurso, en 
vía administrativa o judicial, se iniciarán a instancia del interesado.

Con el reintegro del coste de las garantías, que en su caso resulte procedente, 
se abonará el interés legal vigente a lo largo del período en el cual haya estado de-
positadas.

2. En los supuestos de resoluciones administrativas o sentencias judiciales que 
declaren parcialmente improcedente el acto impugnado, el reembolso alcanzará a los 
costes proporcionales de la garantía que se haya reducido.

3. Los datos necesarios que deberá facilitar el contribuyente para que pueda 
resolverse adecuadamente estas solicitudes, así como para efectuar, en su caso, el 
reintegro que corresponda, serán los siguientes:

a) Nombre y apellidos o denominación social, si se trata de persona jurídica, 
número de identificación fiscal, y domicilio del interesado.

b) Resolución, administrativa o judicial, por la cual se declara improcedente total 
o parcialmente el acto administrativo impugnado cuya ejecución se suspendió.

c) Importe al cual ascendió el coste de las garantías cuya devolución se solicita, 
adjuntando los documentos acreditativos del coste.

d) Declaración expresa del medio escogido por el cual haya de efectuarse el 
reembolso, pudiendo optar por:

—Transferencia bancaria, indicando el número de código de cuenta y los datos 
identificativos de la entidad de crédito o bancaria.

—Cheque nominativo.
—Compensación en los términos previstos en el Reglamento General de Re-

caudación.
Si el interesado no hubiera señalado medio de pago, el reembolso se efectuará 

mediante cheque.
4. Si el escrito de iniciación no reuniera los datos expresados o no llevara adjun-

ta la documentación necesaria, se requerirá al interesado para que lo subsane en el 
plazo de diez días.

Cuando la propuesta de resolución establezca una cuantía a pagar diferente a la 
solicitada por el interesado, se le deberá conceder audiencia.

5. Vistas las posibles alegaciones y comprobado que los beneficiarios no son 
deudores a la Hacienda Municipal por deudas en período ejecutivo, el tesorero dictará 
el correspondiente acuerdo administrativo, en base a la propuesta formulada por el 
servicio competente, en razón a la materia objeto del recurso.

Si se comprueba la existencia de deudas en período ejecutivo del titular del 
derecho de reintegro, se procederá a la compensación de oficio o al embargo del de-
recho al reintegro reconocido al contribuyente.
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CAPÍTULO VIII
La gestión de ingresos de derecho público no tributarios

Art. 40. Ingresos de derecho público no tributarios.
1. Para la gestión de los ingresos de derecho público no tributarios tales como 

precios públicos o multas por infracciones de tráfico se estará a la normativa especí-
fica que los regule y, en su defecto, a lo dispuesto en la presente Ordenanza para la 
gestión tributaria.

2. La recaudación de dichos ingresos se realizará conforme a lo previsto en el 
Reglamento General de Recaudación y en la presente Ordenanza.

SECCIÓN IV
Recaudación

SUBSECCIÓN 1
Organización

Art. 41. Órganos de recaudación:
1. La gestión recaudatoria de los créditos tributarios y demás de derecho público 

municipales corresponde directamente al propio Ayuntamiento, y se lleva cabo por el 
Servicio de Recaudación Municipal, cuya jefatura ostenta el/la tesorero/a.

2. El Servicio de Recaudación se estructura en las Unidades Administrativas de 
Recaudación Voluntaria y Contabilidad y Recaudación Ejecutiva que en este momento 
tiene conferida la Excma. Diputación de Zaragoza.

3. Corresponde a la Unidad de Recaudación Voluntaria la realización de las 
siguientes funciones:

—Formulación de propuestas a la Tesorería sobre mejora de los medios, circui-
tos y relaciones intervinientes en el procedimiento de recaudación voluntaria.

—Control y ejecución de las actuaciones necesarias para aplicar las Instruccio-
nes internas y verificar que la recaudación en período voluntario se desarrolla de con-
formidad con lo previsto en el Reglamento General de Recaudación y en la presente 
Ordenanza.

—La realización de las tareas precisas para asegurar la puntual contabilización 
de cuantos hechos y actos deban tener reflejo contable en las cuentas de recauda-
ción, en los términos establecidos en las normas internas emanadas de la Interven-
ción y en la presente Ordenanza.

4. Corresponde a la Unidad de Recaudación Ejecutiva la realización de las si-
guientes funciones:

—Formulación de propuestas a la Tesorería en orden al establecimiento de cir-
cuitos de colaboración y adopción de otras medidas que puedan mejorar el procedi-
miento de recaudación en período ejecutivo.

—Control y ejecución de las actuaciones necesarias para lograr que la extinción 
de las deudas no satisfechas en período voluntario tenga lugar en el tiempo más bre-
ve posible y se realice de conformidad con lo que disponen las Instrucciones internas, 
el Reglamento General de Recaudación y la presente Ordenanza.

5. Corresponde a la Intervención y a la Tesorería Municipal dictar instrucciones 
técnicas para desarrollar y complementar las funciones atribuidas a las Unidades de 
Recaudación en los apartados anteriores, sin perjuicio de las modificaciones que pue-
dan resultar en caso de variación del organigrama.

6. En el procedimiento de recaudación en vía de apremio, las competencias 
y funciones que el Reglamente General de Recaudación asigna a los órganos del 
Ministerio de Economía y Hacienda se habrán de entender referidas a los órganos 
municipales, según la correlación que se indica en los artículos siguientes.

Todos aquellos tributos cuya recaudación y gestión esté delegada a la Excma. 
Diputación de Zaragoza se regularán por la normativa de esta Diputación y por lo 
indicado en este cuerpo legal.

Art. 42. Funciones del alcalde, el concejal delegado del Área de Hacienda y 
Planificación Económica, y Junta de Gobierno Local.

Al alcalde le corresponderá el ejercicio de las funciones siguientes:
a) De conformidad con lo establecido en la legislación sobre conflictos jurisdic-

cionales, promoverá cuestión de competencias delante de los Juzgados y Tribunales 
cuando conozcan de los procedimientos de apremio sin haber agotado la vía admi-
nistrativa.
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b) Solicitud a la autoridad judicial de autorización para que los funcionarios que 
realizan funciones de recaudación o de inspección puedan entrar en el domicilio cons-
titucionalmente protegido del obligado tributario, cuando el mismo no ha manifestado 
su consentimiento.

c) Autorización de enajenación de los bienes embargados por concurso.
d) Solicitud a las autoridades competentes de protección y auxilio necesarios 

para el ejercicio de la función recaudatoria, excepto en los casos de peligro para las 
personas, los valores o fondos, en cuyo caso dicha solicitud podrá realizarla el propio 
Jefe de la Unidad.

e) Acordar la adjudicación de bienes al Ayuntamiento, previa consulta a los Ser-
vicios Técnicos sobre la utilidad de los mismos.

f) Resolución de tercerías que debidamente cumplimentadas se presenten en el 
Servicio de Recaudación.

g) Autorización, si procede, de suscripción de acuerdos o convenios a que se 
llegue en los procesos concursales.

h) Autorizar el procedimiento de adjudicación directa de los bienes embargados 
si existen razones de urgencia o en aquellos en que no sea posible o no convenga 
promover la concurrencia.

i) Autorizar la celebración de subasta previo informe del tesorero.
j) Cualquier otra función necesaria para continuar o finalizar el procedimiento de 

recaudación, no atribuidas a otros órganos.
Al concejal delegado del Área de Hacienda y Planificación Económica corres-

ponderá el ejercicio de las funciones siguientes:
a) La concesión de aplazamientos y fraccionamientos de deudas, a propuesta de 

la Tesorería municipal, cuando el importe fraccionado no supere los 6.000 euros ni el 
plazo supere los dieciocho meses.

b) Designar a los funcionarios para que puedan obtener acceso a otras Adminis-
traciones que tengan que ver con su cometido.

c) Designar a los funcionarios de la Recaudación o Inspección Tributaria para 
que puedan entrar en domicilios constitucionalmente protegidos del obligado tributa-
rio, en los casos fijados en la ley.

d) Dictar acuerdos de derivación de responsabilidad.
A la Junta de Gobierno Local corresponderá el ejercicio de las funciones siguientes:
La concesión de aplazamientos y fraccionamientos de deudas, visto el informe 

de la Tesorería municipal, cuando el importe fraccionado supere los 6.000 euros o los 
dieciocho meses de plazo.

Art. 43. Funciones del interventor o secretario-interventor.
Corresponderá al interventor o secretario-interventor:
a) Expedir relaciones certificadas de deudores.
b) Fiscalizar y tomar razón de los hechos o actos que supongan una modifica-

ción en los derechos reconocidos y en los ingresos recaudados municipales.
c) Dirigir la contabilidad municipal y organizarla de tal modo que, entre otros 

fines previstos en el Real Decreto legislativo 2/2004, cumpla el de aportar información 
sobre el estado de la recaudación y la situación individualizada de los derechos y los 
deudores.

d) Todas aquellas funciones que, según el Reglamento General de Recauda-
ción, corresponden a la Intervención de la Delegación de Hacienda.

Art. 44. Funciones del tesorero/a.
Corresponde al tesorero/a:
a) Dictar la providencia de apremio y la providencia de embargo.
b) Dirigir el procedimiento recaudatorio en sus dos fases de período voluntario 

y ejecutivo.
c) Instar de los servicios internos municipales la colaboración necesaria para el 

correcto desarrollo de la gestión recaudatoria y en concreto la que se relaciona:
1) Solicitud de información sobre bienes del deudor para el embargo.
2) Solicitud de captura, depósito y precinto de vehículos a las autoridades que 

tengan a su cargo la vigilancia de la circulación.
3) Solicitud de locales para la custodia y depósito de bienes embargados.
4) Designación de funcionario técnico para la valoración de los bienes embar-

gados.
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5) Informe sobre la utilidad de la adjudicación a favor del Ayuntamiento de bie-
nes no enajenados en subasta.

6) En los supuestos en que sea desconocido el paradero del deudor se solicitará 
al Ayuntamiento del territorio en que se presume la residencia del mismo, la certifica-
ción e informes correspondientes.

7) Solicitud de designación de técnico en los supuestos que fuera necesario 
proceder al deslinde de los bienes inmuebles embargados.

Art. 45. Sistema de recaudación.
1. La recaudación de tributos y de otros ingresos de Derecho público municipa-

les se realizará en período voluntario a través de las entidades colaboradoras que se 
reseñarán en el documento-notificación remitido al domicilio del sujeto pasivo; docu-
mento que será apto y suficiente para permitir el ingreso en entidades colaboradoras.

2. En el caso de tributos y precios públicos periódicos, una vez notificada indi-
vidualmente la liquidación correspondiente al alta en el respectivo registro, padrón o 
matrícula, su exacción se llevará a cabo mediante recibos incorporados a un padrón 
fiscal, cuya notificación para el pago en período voluntario será edictal.

A estos efectos, se remitirá por correo ordinario sin acuse de recibo un docu-
mento-comunicación, que podrá ser utilizado como documento de pago, sin que sea 
oponible al inicio de la vía de apremio su no recepción.

Si no se recibieran tales documentos, el contribuyente podrá acudir a las oficinas 
de la entidad gestora Oficina de Recaudación, donde se expedirá el correspondiente 
duplicado.

A estos efectos, se entenderá por alta en el correspondiente registro la primera 
incorporación del propio objeto tributario.

En particular, no se considerarán altas los cambios de titularidad de los obliga-
dos tributarios.

3. El pago de las deudas en período ejecutivo podrá realizarse en entidad cola-
boradora en las condiciones y plazos determinados en el documento que se remitirá 
al domicilio del deudor.

Art. 46. Domiciliación bancaria.
1. Se potenciará la domiciliación bancaria mediante campañas que divulguen 

sus ventajas.
2. Se podrá ordenar la domiciliación bancaria:
a) En una cuenta abierta en una entidad de crédito cuyo titular sea el obligado 

al pago.
b) En una cuenta que no sea de titularidad del obligado, siempre que el titular 

de dicha cuenta autorice la domiciliación. En este supuesto deberá constar fehacien-
temente la identidad y el consentimiento del titular, así como la relación detallada e 
indubitada de los recibos que se domicilien.

3. En los supuestos de recibos domiciliados, no se remitirá al domicilio del con-
tribuyente el documento-comunicación para el pago; alternativamente, los datos de la 
deuda se incorporarán en el soporte magnético que origine el correspondiente cargo 
bancario, debiendo la entidad financiera expedir y remitir el correspondiente adeudo.

4. Si, verificado el cargo en cuenta por el contribuyente, este lo considerara 
improcedente, podrá ordenar su anulación. Se facilitará la devolución del ingreso en 
tales supuestos.

5. Cuando la domiciliación no hubiere surtido efecto por razones ajenas al con-
tribuyente y se hubiere iniciado el período ejecutivo de una deuda cuya domiciliación 
había sido ordenada, solo se exigirá el pago de la cuota inicialmente liquidada.

Para que surta efecto la domiciliación en el ejercicio en que se solicita, debe 
presentarse al menos sesenta días antes de que comience el período de cobro de los 
tributos que se desean domiciliar.

6. La domiciliación de recibos podrá tener carácter permanente, hasta que sea 
revocada por el interesado, o referirse exclusivamente a un ejercicio.

Se podrá solicitar la domiciliación personalmente, en las entidades bancarias 
colaboradoras, o en las oficinas del Servicio de Recaudación. Asimismo, podrá soli-
citarse por Internet. Cuando se utilice este último medio, se remitirá al domicilio del 
interesado una comunicación confirmatoria de la efectividad del trámite, salvo en los 
supuestos en que se hubiere solicitado la domiciliación por el interesado, haciendo 
uso de firma electrónica o de identificadores considerados suficientes.
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Art. 47. Entidades colaboradoras:
1. Son colaboradoras en la recaudación las entidades de depósito autorizadas 

para ejercer dicha colaboración, las cuales en ningún caso tendrán el carácter de ór-
ganos de la recaudación municipal.

2. La autorización de nuevas entidades colaboradoras habrá de ser aprobada 
por la Junta de Gobierno.

3. A estos efectos, la Tesorería municipal formulará su propuesta, habiendo va-
lorado previamente la efectividad de la colaboración de la entidad bancaria cuando el 
Ayuntamiento solicita información sobre cuentas y ordena el embargo de fondos, todo 
ello con la finalidad de cobrar deudas incursas en procedimiento ejecutivo.

4. Las funciones a realizar por las entidades de depósito colaboradoras de la 
recaudación son las siguientes:

a) Recepción y custodia de fondos, entregados por parte de cualquier persona, 
como medio de pago de los créditos municipales, siempre que se aporte el documento 
expedido por el Ayuntamiento y el pago tenga lugar en las fechas reglamentadas.

b) Las entidades bancarias situarán en cuentas restringidas de las que sea titu-
lar el Ayuntamiento los fondos procedentes de la recaudación.

c) Grabación puntual de los datos que permitan identificar el crédito satisfecho 
y la fecha de pago.

d) Transmisión diaria por el medio informático convenido de los datos relativos a 
la recaudación efectuada en las diferentes sucursales de la entidad bancaria durante 
ese día.

e) Transferencia de los fondos recaudados en las fechas establecidas en los 
convenios firmados, en desarrollo de las normas reguladoras de la colaboración por 
parte de las entidades de depósito.

5. De conformidad con lo que prevé el Reglamento General de Recaudación, la 
colaboración por parte de las entidades de depósito no será retribuida.

6. Las entidades colaboradoras de la recaudación deberán ajustar estrictamente 
sus actuaciones a las directrices contenidas en el acuerdo de autorización, en el cual 
necesariamente habrá de contemplarse la exigencia de responsabilidad para el su-
puesto de incumplimiento de dichas normas.

Art. 48. Ventanilla única y coordinación administrativa.
1. Con el fin de mejorar la eficacia administrativa y facilitar el cumplimiento de 

los deberes tributarios de los ciudadanos, desde el Área de Hacienda Municipal se 
impulsarán las iniciativas y actuaciones que simplifiquen los trámites a realizar por 
aquellos.

2. En este apartado se indican las gestiones que, en esta línea, pueden efectuar-
se actualmente en las dependencias municipales.

a) No será preciso que los interesados presenten declaraciones de alta en el 
Catastro cuando el Ayuntamiento se haya acogido al régimen de comunicación de 
nuevas construcciones.

b) La concesión de licencia de primera ocupación de los inmuebles requiere 
acreditar la previa presentación del documento de alteración catastral 902.

3. En el registro de los contadores y usuarios de los suministros de agua y luz, se 
exigirá la constancia de la referencia catastral asignada a cada uno de los inmuebles 
receptores del suministro.

El Servicio de Gestión Tributaria efectuará comprobaciones singulares y masi-
vas periódicas de los datos relativos a domicilios, en base a las variaciones declara-
das a efectos del padrón de habitantes.

La comprobación, y subsiguiente actualización de los domicilios tributarios, tiene 
por objeto facilitar la máxima eficacia en la distribución de notificaciones administrativas.

4. Cuando el Ayuntamiento conozca del cambio de titularidad de un inmueble, 
se actualizarán los sujetos pasivos de las tasas relacionadas con la propiedad inmobi-
liaria. Circunstancia que se advertirá expresamente al presentador de las correspon-
dientes declaraciones.

SUBSECCIÓN II
Gestión recaudatoria

CAPÍTULO I
Normas comunes

Art. 49. Ámbito de aplicación:
1. Para la cobranza de los tributos y de las cantidades que como ingresos de 

derecho público, tales como prestaciones patrimoniales de carácter público no tributa-
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rias, precios públicos, multas y sanciones pecuniarias, debe percibir la Administración 
Municipal, la misma ostenta las prerrogativas establecidas legalmente para la Hacien-
da del Estado, al amparo de lo previsto en el artículo 2.2 del texto refundido de la Ley 
Reguladora de las Haciendas Locales.

2. Siendo así, las facultades y actuaciones del Ayuntamiento alcanzan y se ex-
tienden a la recaudación de tributos y otros recursos de derecho público, pudiendo 
entenderse aplicables a todos ellos las referencias reglamentarias a la categoría de 
tributos, sin perjuicio de las particularidades previstas en esta Ordenanza.

Art. 50. Obligados al pago.
1. En el ámbito de los tributos locales, son obligados tributarios las personas físi-

cas o jurídicas y las entidades a las que la normativa tributaria impone el cumplimiento 
de obligaciones tributarias.

2. Están obligados al pago como deudores principales, entre otros:
a) Los sujetos pasivos de los tributos, sean contribuyentes o sustitutos.
b) Los sucesores.
c) Los infractores, por las sanciones pecuniarias.
3. Si los deudores principales, referidos en el punto anterior, no cumplen su obli-

gación, estarán obligados al pago los sujetos siguientes:
a) Los responsables solidarios.
b) Los responsables subsidiarios, previa declaración de fallidos de los deudores 

principales.
4. Cuando sean dos o más los responsables solidarios o subsidiarios de una 

misma deuda, esta podrá exigirse íntegramente a cualquiera de ellos.
5. La concurrencia de varios obligados tributarios en el mismo presupuesto de 

una obligación determinará que queden solidariamente obligados frente a la Admi-
nistración Tributaria al cumplimiento de todas las prestaciones, salvo que por ley se 
disponga expresamente otra cosa.

6. Cuando el Ayuntamiento solo conozca la identidad de un titular practicará y 
notificará las liquidaciones tributarias a nombre del mismo, quien vendrá obligado a 
satisfacerlas si no solicita su división. A tal efecto, para que proceda la división será 
indispensable que el solicitante facilite los datos personales y el domicilio de los res-
tantes obligados al pago, así como la proporción en que cada uno de ellos participe 
en el dominio, o derecho trasmitido.

7. En el ámbito de los ingresos de derecho público no tributarios, serán obliga-
dos al pago las personas físicas, jurídicas, o entidades designadas como tales en la 
normativa específica.

En defecto de la misma, se aplicará lo dispuesto en los apartados anteriores.
Art. 51. Domicilio fiscal y comunicación de sus modificaciones.
1. Salvo que una norma regule expresamente la forma de determinar el domicilio 

fiscal, para gestionar un determinado recurso, a efectos recaudatorios, el domicilio 
será:

a) Para las personas naturales, el de su residencia habitual. No obstante, se 
podrá considerar como domicilio fiscal el lugar donde esté efectivamente centralizada 
la gestión administrativa y la dirección de las actividades desarrolladas.

b) Para las personas jurídicas, y entidades sin personalidad jurídica a que se 
refiere el artículo 35.4 de la Ley General Tributaria, el domicilio fiscal será su domicilio 
social, siempre que en él esté efectivamente centralizada su gestión administrativa y 
la dirección de sus negocios. En otro caso, se atenderá al lugar en el que se lleve a 
cabo dicha gestión o dirección.

c) Para las personas o entidades no residentes en España, el domicilio fiscal se 
determinará según lo establecido en la normativa reguladora de cada tributo.

En defecto de regulación, el domicilio será el del representante al que se refiere 
el artículo 47 de la Ley General Tributaria.

No obstante, cuando la persona o entidad no residente en España opere me-
diante establecimiento permanente, el domicilio será el que resulte de aplicar a dicho 
establecimiento permanente las reglas establecidas en los párrafos a) y b) de este 
apartado.

2. Los obligados tributarios deberán comunicar su domicilio fiscal y el cambio 
del mismo a la Administración Tributaria Municipal. El cambio de domicilio fiscal no 
producirá efectos frente a esta hasta que se cumpla con dicho deber de comunicación, 
pero ello no impedirá que, conforme a lo establecido reglamentariamente, los 
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procedimientos que se hayan iniciado de oficio antes de la comunicación de dicho 
cambio, puedan continuar tramitándose por el órgano correspondiente al domicilio 
inicial, siempre que las notificaciones derivadas de dichos procedimientos se realicen 
de acuerdo con lo previsto en el artículo 110 de la Ley General Tributaria.

3. Podrá comprobarse y rectificar el domicilio fiscal declarado por los obligados 
tributarios.

A tales efectos podrán, entre otras, efectuarse las siguientes actuaciones:
a) Cuando se conozca que el domicilio declarado por el sujeto pasivo ante la 

Administración Tributaria Estatal es diferente del que obra en la Administración Tri-
butaria Municipal podrá rectificarse este último, incorporándolo como elemento de 
gestión asociado al contribuyente y constituyendo la dirección donde remitir todas las 
notificaciones derivadas de la gestión recaudatoria.

b) Podrán consultarse los datos con trascendencia tributaria obrantes en el pa-
drón de habitantes, con el fin de mejorar la información sobre domicilios fiscales de 
los obligados tributarios.

Art. 52. Legitimación para efectuar y recibir el pago.
1. El pago puede realizarse por cualquiera de los obligados y también por terce-

ras personas con plenos efectos extintivos de la deuda.
2. El tercero que ha pagado la deuda no podrá solicitar de la Administración la 

devolución del ingreso y tampoco ejercer otros derechos del obligado, sin perjuicio de 
las acciones que en vía civil pudieran corresponderle.

3. El pago de la deuda habrá de realizarse en las entidades designadas como 
colaboradoras, cuya relación consta en los documentos-notificación remitidos al con-
tribuyente, o por medios telemáticos, en los términos previstos en esta Ordenanza.

Art. 53. Deber de colaboración con la Administración:
1. El tesorero municipal solicitará a la Agencia Tributaria Estatal y a otras Admi-

nistraciones Públicas la cesión de datos de carácter personal con trascendencia para 
la gestión y recaudación de los tributos municipales, al amparo de lo previsto en los 
artículos 94 y 95 de la Ley General Tributaria.

En caso de incumplimiento reiterado del deber de colaboración por parte de la 
Administración destinataria de la petición, la Tesorería municipal lo pondrá en cono-
cimiento de la Alcaldía y la Asesoría Jurídica, al objeto de determinar las actuaciones 
procedentes.

2. Toda persona natural o jurídica, pública o privada, está obligada a proporcionar 
a la Administración Tributaria Municipal los datos y antecedentes necesarios para la co-
branza de las cantidades que como ingresos de derecho público aquella deba percibir.

3. En particular las personas o entidades depositarias de dinero en efectivo o en 
cuentas, valores y otros bienes de deudores a la Administración Municipal en período 
ejecutivo, están obligadas a informar a los órganos de recaudación y a cumplir los 
requerimientos que, en ejercicio de las funciones legales, se efectúen.

4. Todo obligado al pago de una deuda deberá manifestar, cuando se le requiera, 
bienes y derechos de su patrimonio en cuantía suficiente para cubrir el importe de la 
deuda.

5. El incumplimiento de las obligaciones de prestar colaboración a que se refiere 
este artículo podrá originar la imposición de sanciones.

CAPÍTULO II
Responsables, sucesores y garantías del crédito

Art. 54. Responsables solidarios.
1. En los supuestos de responsabilidad solidaria previstos por las leyes, cuan-

do haya transcurrido el período voluntario de pago sin que el deudor principal haya 
satisfecho la deuda, sin perjuicio de su responsabilidad, se podrá reclamar de los 
responsables solidarios el pago de la misma.

2. Responderán solidariamente de la deuda tributaria las siguientes personas o 
entidades:

a) Las que sean causante o colaboren activamente en la realización de una in-
fracción tributaria. Su responsabilidad también se extenderá a la sanción.

b) Los partícipes o cotitulares de las entidades a que se refiere el artículo 35.4 de 
la Ley General Tributaria. En proporción a sus respectivas participaciones.

c) Las que sucedan por cualquier concepto en la titularidad de explotaciones 
económicas, por las obligaciones tributarias contraídas del anterior titular y derivadas 
de su ejercicio.
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Se exceptúan de responsabilidad las adquisiciones efectuadas en un procedi-
miento concursal.

3. También serán responsables solidarios del pago de la deuda tributaria pen-
diente, hasta el importe del valor de los bienes o derechos que se hubieran podido 
embargar o enajenar las siguientes personas o entidades:

a) Las que sean causantes o colaboren en la ocultación o transmisión de bienes 
o derechos del obligado al pago con la finalidad de impedir la actuación de la Admi-
nistración Tributaria.

b) Las que, por culpa o negligencia, incumplan las órdenes de embargo.
c) Las que, con conocimiento del embargo, la medida cautelar o la constitución 

de la garantía, colaboren o consientan en el levantamiento de los bienes o derechos 
embargados o de aquellos bienes o derechos sobre los que se hubiera constituido la 
medida cautelar o la garantía.

d) Las personas o entidades depositarias de los bienes del deudor que, una vez reci-
bida la notificación del embargo, colaboren o consientan en el levantamiento de aquellos.

Art. 55. Procedimiento para exigir la responsabilidad solidaria.
1. La responsabilidad se exigirá en todo caso en los términos y de acuerdo con 

el procedimiento previsto en la Ley General Tributaria, pudiendo ser esta declarada 
en cualquier momento posterior a la práctica de la liquidación o a la presentación de 
la autoliquidación, salvo que la ley disponga otra cosa.

2. Cuando la responsabilidad haya sido declarada y notificada al responsable en 
cualquier momento anterior al vencimiento del período voluntario de pago de la deuda 
que se deriva, bastará con requerirle el pago una vez transcurrido dicho período.

En los demás casos, transcurrido el período voluntario de pago, el técnico del 
Servicio de Recaudación preparará el expediente, en base al cual el tesorero propon-
drá al alcalde que dicte el acto de derivación de responsabilidad solidaria.

3. Desde el Servicio de Recaudación se requerirá al responsable, o a cualquiera 
de ellos, si son varios, para que efectúe el pago, a la vez que se le da audiencia, con 
carácter previo a la derivación de responsabilidad, por plazo de quince días, en el cual 
los interesados podrán alegar y presentar los documentos que estimen pertinentes.

Vistas las alegaciones en su caso presentadas y, si no ha sido satisfecha la deu-
da, se dictará acto de derivación de responsabilidad con expresión de:

a) Texto íntegro del acuerdo de declaración de responsabilidad, con indicación 
del presupuesto de hecho habilitante y las liquidaciones a las que alcanza dicho pre-
supuesto.

b) Medios de impugnación que pueden ser ejercitados contra dicho acto, órgano 
ante el que hubieran de presentarse y plazo para interponerlos.

c) Lugar, plazo y forma en que deba ser satisfecho el importe exigido al respon-
sable.

4. Como consecuencia de los recursos o reclamaciones que se formulen de 
acuerdo con lo que prevé el apartado anterior no se revisaran las liquidaciones firmes, 
solo podrá revisarse el importe de la obligación del responsable.

5. El responsable deberá pagar en los plazos previstos para el pago en período 
voluntario con carácter general en el artículo 62.2 de la LGT. Si no se realiza el pago en 
este período, la deuda se exigirá en vía de apremio, junto con los recargos ejecutivos.

6. El que pretenda adquirir la titularidad de explotaciones y actividades econó-
micas y al objeto de limitar la responsabilidad solidaria, tendrá derecho, previa la con-
formidad del titular actual, a solicitar del Ayuntamiento certificación detallada de las 
deudas, sanciones y responsabilidades tributarias derivadas de su ejercicio. Deberá 
expedirse dicha certificación en el plazo de tres meses desde la solicitud. En tal caso 
quedará la responsabilidad del adquirente limitada a las deudas, sanciones y respon-
sabilidades contenidas en la misma.

Si la certificación se expidiera sin mencionar deudas, sanciones o responsa-
bilidades o no se facilitara en el plazo señalado, el solicitante quedará exento de la 
responsabilidad a la que se refiere dicho artículo.

7. Las acciones dirigidas contra un deudor principal o un responsable solidario 
no impedirán otras acciones posteriores contra los demás obligados al pago, mientras 
no se cobre la deuda por completo.

Art. 56. Responsables subsidiarios.
1. Los responsables subsidiarios están obligados al pago cuando los deudores 

principales y responsables solidarios hayan sido declarados fallidos y se haya dictado 
acto administrativo de derivación de responsabilidad, sin perjuicio de las medidas 
cautelares que antes de esta declaración puedan adoptarse.
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2. Entre otros, serán responsables subsidiarios de la deuda tributaria las siguien-
tes personas o entidades:

a) Los administradores de hecho o de derecho de las personas jurídicas que, 
habiendo cometido infracciones tributarias, no hubiesen realizado los actos necesa-
rios que sean de su incumbencia para el cumplimiento de las obligaciones tributarias, 
hubiesen consentido el incumplimiento por quienes de ellos dependan o hubiesen 
adoptado acuerdos que posibilitasen las infracciones. Su responsabilidad también se 
extenderá a las sanciones.

b) Los administradores de hecho o de derecho de aquellas personas jurídicas 
que hayan cesado en sus actividades, por las obligaciones tributarias devengadas de 
éstas que se encuentren pendientes en el momento del cese, siempre que no hubie-
ran hecho lo necesario para su pago.

c) Los adquirentes de bienes afectos por ley al pago de la deuda tributaria.
Art. 57. Sucesores en las deudas tributarias.
1. Al fallecimiento de los obligados tributarios, las obligaciones tributarias pen-

dientes se trasmitirán a los herederos y legatarios, con las limitaciones resultantes de 
la legislación civil, por lo que respecta a la adquisición de la herencia.

Podrán trasmitirse las deudas devengadas en la fecha de la muerte del causan-
te, aunque no estén liquidadas, no se trasmitirán las sanciones.

2. Las obligaciones tributarias pendientes de las sociedades y entidades con 
personalidad jurídica disueltas y liquidadas se trasmitirán a los socios, copartícipes o 
cotitulares, que quedarán obligados solidariamente hasta los siguientes límites:

a) Cuando no exista limitación de responsabilidad patrimonial, la cuantía íntegra 
de las deudas pendientes.

b) Cuando legalmente se haya limitado la responsabilidad, el valor de la cuota 
de liquidación que les corresponda.

Podrán transmitirse las deudas devengadas en la fecha de extinción de la perso-
nalidad jurídica de la sociedad o entidad, aunque no estén liquidadas.

3. Las obligaciones tributarias pendientes de las sociedades mercantiles, en 
supuestos de extinción o disolución sin liquidación, se transmitirán a las personas o 
entidades que sucedan, o sean beneficiarias de la operación. Esta previsión también 
será aplicable a cualquier supuesto de cesión global del activo y pasivo de una socie-
dad mercantil.

4. Las obligaciones tributarias pendientes de las fundaciones, o entidades a las 
que se refiere el artículo 35.4 de la Ley General Tributaria, en caso de disolución de 
las mismas, se transmitirán a los destinatarios de los bienes y derechos de las funda-
ciones, o a los partícipes o cotitulares de dichas entidades.

5. Las sanciones que procedan por las infracciones cometidas por las socieda-
des y entidades a las cuales se refiere el presente artículo se exigirán a los sucesores 
de aquellas, hasta el límite del valor de la cuota de liquidación que les corresponde.

Art. 58. Procedimiento de recaudación ante los sucesores.
1. Fallecido cualquier obligado al pago de la deuda tributaria, el procedimiento 

de recaudación continuará con sus herederos y, en su caso, legatarios, sin más re-
quisitos que la constancia del fallecimiento de aquel y la notificación a los sucesores, 
con requerimiento del pago de la deuda tributaria y costas pendientes del causante.

Cuando el heredero alegue haber hecho uso del derecho a deliberar, se sus-
penderá el procedimiento de recaudación hasta que transcurra el plazo concedido 
para ello, durante el cual podrá solicitar del Ayuntamiento la relación de las deudas 
tributarias pendientes del causante. Mientras la herencia se encuentre yacente, el 
procedimiento de recaudación de las deudas tributarias pendientes podrá continuar 
dirigiéndose contra sus bienes y derechos, a cuyo efecto se deberán entender las 
actuaciones con quien ostente su administración o representación.

2. Disuelta y liquidada una sociedad o entidad, el procedimiento de recaudación 
continuará con sus socios, partícipes o cotitulares, una vez constatada la extinción de 
la personalidad jurídica.

Disuelta y liquidada una fundación, el procedimiento de recaudación continuará 
con los destinatarios de sus bienes y derechos.

El Servicio de Recaudación podrá dirigirse contra cualquiera de los socios, par-
tícipes, cotitulares o destinatarios, o contra todos ellos simultánea o sucesivamente, 
para requerirles el pago de la deuda tributaria y costas pendientes.
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Art. 59. Garantías del pago:
1. La Hacienda Municipal goza de prelación para el cobro de los créditos de De-

recho público vencidos y no satisfechos en cuanto concurra con acreedores que no lo 
sean de dominio, prenda, hipoteca, o cualquier otro derecho real debidamente inscrito 
en el correspondiente registro con anterioridad a la fecha en que se haga constar en 
el mismo el derecho de la Hacienda Municipal.

2. En los recursos de derecho público que graven periódicamente los bienes 
o derechos inscribibles en un registro público, o sus productos directos, ciertos o 
presuntos, el Ayuntamiento tendrá preferencia sobre cualquier otro acreedor o ad-
quirente, aunque estos hayan inscrito sus derechos, para el cobro de las deudas 
devengadas y no satisfechas correspondientes al año natural en que se exija el pago 
y al inmediato anterior.

3. Cuando existan indicios racionales de la imposibilidad o dificultad de realizar 
los créditos municipales, se podrán adoptar medidas cautelares para asegurar el co-
bro de los mismos. Dichas medidas, que habrán de ser proporcionadas al daño que 
se pretende evitar y no durar más tiempo del necesario, podrán consistir, entre otros 
medios, en el embargo preventivo de bienes.

Art. 60. Afección de bienes.
1. Los adquirentes de bienes afectos por ley al pago de la deuda tributaria res-

ponderán subsidiariamente con ellos, por derivación de la acción tributaria, si la deuda 
no se paga.

2. En particular, cuando se transmita la propiedad, o la titularidad de un dere-
cho real de usufructo, o de superficie, o de una concesión administrativa, los bienes 
inmuebles objeto de dichos derechos quedarán afectos al pago de la totalidad de las 
cuotas devengadas por Impuesto sobre bienes inmuebles, estén liquidadas o no.

3. El importe de la deuda a que se extiende la responsabilidad alcanza los con-
ceptos de:

—Cuota del impuesto sobre bienes inmuebles.
—Recargos exigibles, a favor de otros entes públicos.
4. La deuda exigible, integrada por los conceptos referidos en el punto anterior, 

es la devengada con anterioridad a la fecha de transmisión, siempre que no esté 
prescrita.

Las actuaciones que interrumpieron la prescripción respecto al transmitente tie-
nen efectos ante el adquirente, por lo que a este pueden exigirse todas las cuotas 
adeudadas por aquel y que no estuvieran prescritas en la fecha de la transmisión.

5. Para exigir el pago al poseedor del inmueble se requiere la previa declaración 
de fallido del deudor principal, a cuyo nombre se practicó la liquidación original; sin 
que resulte necesario declarar la insolvencia de posibles deudores intermedios.

6. La declaración de afección de los bienes y consiguiente derivación de respon-
sabilidad al adquirente, será aprobada por el alcalde, previa audiencia al interesado, 
por término de quince días.

7. La resolución declarativa de la afección será notificada al propietario, comuni-
cándole los plazos para efectuar el pago.

8. Sin perjuicio de la responsabilidad prevista en el apartado 1 de este artículo, 
al amparo de lo que autoriza el artículo 168 de la LGT, antes de embargar el bien 
inmueble afecto, se podrá optar por embargar otros bienes y derechos del deudor, si 
este los señala, o son conocidos por la Administración.

CAPÍTULO III
Recaudación voluntaria

Art. 61. Períodos de recaudación:
1. El plazo de ingreso en período voluntario de las deudas de vencimiento pe-

riódico y notificación colectiva, tanto por tributos como por otros ingresos de Derecho 
público, serán los determinados por el Ayuntamiento, en el calendario de cobranza, 
que será publicado en el BOPZ y expuesto en el tablón de anuncios municipal. Se 
tendrán en cuenta las particularidades del hecho imponible como requisito para la 
determinación de los períodos de cobro.

2. Del calendario de cobranza se informará por los medios que en cada munici-
pio se considere más adecuados; a estos efectos, el tesorero propondrá la mejor vía 
para divulgar el calendario fiscal.

En todo caso, el contribuyente puede consultar los períodos de cobranza por 
Internet o bien solicitar información, personal o telefónicamente, al Ayuntamiento.

3. Con carácter general, el plazo de ingreso en período voluntario de las deudas 
por liquidaciones de vencimiento singular, no comprendidas en el apartado 1 será el 
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que conste en el documento-notificación dirigido al sujeto pasivo, sin que pueda ser 
inferior al período establecido en el artículo 62.2 de la Ley General Tributaria y que 
es el siguiente:

a) Si la notificación de la liquidación se realiza entre los días 1 y 15 de cada mes, 
desde la fecha de recepción de la notificación hasta el día 20 del mes posterior o, si 
este no fuera hábil, hasta el inmediato hábil siguiente.

b) Si la notificación de la liquidación se realiza entre los días 16 y último de cada 
mes, desde la fecha de recepción de la notificación hasta el día 5 del segundo mes 
posterior o, si este no fuera hábil, hasta el inmediato hábil siguiente.

4. Las deudas tributarias resultantes de una autoliquidación deberán pagarse en 
los plazos que establezca la normativa de cada tributo.

5. Las deudas por conceptos diferentes a los regulados en los puntos anteriores, 
deberán pagarse en los plazos que determinen las normas con arreglo a las cuales 
tales deudas se exijan. En caso de no determinación de plazos, se aplicará lo dispues-
to en este artículo.

6. Las deudas no satisfechas en los períodos citados se exigirán en período eje-
cutivo, computándose, en su caso, como pagos a cuenta las cantidades satisfechas 
fuera de plazo.

7. Cuando en un recibo cobratorio se liquidan varios tributos el pago realizado en 
entidad bancaria colaboradora deberá alcanzar la totalidad de la deuda.

El interesado que desee satisfacer alguno de los tributos comprendidos en el re-
cibo múltiple, o parte de la cuota de los mismos, deberá solicitar un nuevo documento 
de pago en la Oficina Municipal de Recaudación.

Art. 62. Desarrollo del cobro en período voluntario.
1. Con carácter general, el pago se efectuará en entidades colaboradoras.
2. Son medios de pago admisibles:
a) Dinero de curso legal.
b) Cheque bancario, conformado o certificado por la entidad librada, nominativo 

a favor del Ayuntamiento.
c) Transferencia bancaria en determinadas circunstancias.
d) Orden de cargo en cuenta, cursada por medios electrónicos.
e) Tarjeta de crédito o débito, pudiéndose realizar la correspondiente transac-

ción de forma presencial, o mediante Internet.
f) Otros que determine el Ayuntamiento, de los que, en su caso, dará conoci-

miento público.
3. El deudor de varias deudas podrá al realizar el pago en período voluntario 

imputarlo a las que libremente determine.
Se aceptarán pagos parciales a cuenta de una liquidación que se exija en pe-

ríodo voluntario.
4. En todo caso a quien ha pagado una deuda se le entregará un justificante del 

pago realizado. Tras la realización de un pago por Internet, el interesado podrá obte-
ner, mediante su impresora, un documento acreditativo de la operación realizada, que 
tendrá carácter liberatorio de su obligación de pago.

5. Concluido el período de pago voluntario, una vez verificado que ya ha sido 
procesada toda la información sobre cobros efectuados en el período voluntario, se 
expedirán por el Servicio de Recaudación las relaciones de recibos y liquidaciones 
que no han sido satisfechos en período voluntario.

6. En la relación descrita en el apartado anterior, se hará constar las incidencias 
de suspensión, aplazamiento, fraccionamiento de pago, o anulación. La relación de 
deudas no satisfechas y que no estén afectadas por alguna de dichas situaciones 
servirá de fundamento para la expedición de la providencia de apremio colectiva.

7. En ningún caso se incluirán en las providencias de apremio colectivas las 
deudas liquidadas a las Administraciones Públicas.

CAPÍTULO IV
Recaudación ejecutiva

Art. 63. Inicio del período ejecutivo.
1. El período ejecutivo se inicia:
a) Para los tributos de vencimiento periódico y para las liquidaciones, previa-

mente notificadas y no ingresadas a su vencimiento, el día siguiente al vencimiento 
del plazo de ingreso en período voluntario.

b) En el caso de deudas a ingresar mediante autoliquidación presentada sin rea-
lizar el ingreso, al día siguiente de la finalización del plazo que establezca la normativa 
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de cada tributo para dicho ingreso o, si este ya hubiere concluido, el día siguiente a la 
presentación de la autoliquidación.

2. La presentación de una solicitud de aplazamiento, fraccionamiento o com-
pensación en período voluntario impedirá el inicio del período ejecutivo durante la 
tramitación de dichos expedientes.

La interposición de un recurso o reclamación en tiempo y forma contra una san-
ción impedirá el inicio del período ejecutivo hasta que la sanción sea firme en vía 
administrativa y haya finalizado el plazo para el ingreso voluntario del pago.

3. El procedimiento de apremio se iniciará cuando se notifique al deudor la pro-
videncia de apremio.

4. Los recargos del período ejecutivo son de tres tipos: recargo ejecutivo, recargo 
de apremio reducido y recargo de apremio ordinario. Sus cuantías son las siguientes:

a) El recargo ejecutivo será del 5% y se aplicará cuando se satisfaga la totalidad 
de la deuda no ingresada en período voluntario antes de la notificación de la provi-
dencia de apremio.

b) El recargo de apremio reducido será del 10% por ciento y se aplicará cuando 
se satisfaga la totalidad de la deuda no ingresada en período voluntario y el propio 
recargo antes de la finalización de los siguientes plazos:

1) Si la notificación de la providencia se realiza entre los días 1 y 15 de cada 
mes, desde la fecha de recepción de la notificación hasta el día 20 de dicho mes o, si 
este no fuera hábil, hasta el inmediato hábil siguiente.

2) Si la notificación de la providencia se realiza entre los días 16 y último de cada 
mes, desde la fecha de recepción de la notificación hasta el día 5 del mes siguiente o, 
si este no fuera hábil, hasta el inmediato hábil siguiente.

c) El recargo de apremio ordinario será del 20% y será aplicable cuando no con-
curran las circunstancias de los apartados a) y b).

5. El recargo de apremio ordinario es compatible con los intereses de demora.
Cuando resulte exigible el recargo ejecutivo o el recargo de apremio reducido no 

se exigirán los intereses de demora devengados desde el inicio del período ejecutivo.
6. El procedimiento tendrá carácter exclusivamente administrativo y se sustan-

ciará del modo regulado en el Reglamento General de Recaudación.
Art. 64. Plazos de ingreso:
1. Una vez iniciado el período ejecutivo y notificada la providencia de apremio, el 

pago de la deuda tributaria deberá efectuarse en los siguientes plazos:
a) Si la notificación de la providencia se realiza entre los días 1 y 15 de cada 

mes, desde la fecha de recepción de la notificación hasta el día 20 de dicho mes o, si 
este no fuera hábil, hasta el inmediato hábil siguiente.

b) Si la notificación de la providencia se realiza entre los días 16 y último de cada 
mes, desde la fecha de recepción de la notificación hasta el día 5 del mes siguiente o, 
si este no fuera hábil, hasta el inmediato hábil siguiente.

2. Si el obligado tributario no efectuara el pago dentro del plazo al que se refiere 
el apartado anterior se procederá al embargo de sus bienes, advirtiéndose así en la 
providencia de apremio.

3. Si existieran varias deudas de un mismo deudor se acumularán y en el su-
puesto de realizarse un pago que no cubra la totalidad de aquellas, se aplicará a las 
deudas más antiguas, determinándose la antigüedad en función de la fecha de venci-
miento del período voluntario.

Art. 65. Inicio procedimiento de apremio.
1. El procedimiento de apremio se inicia mediante la notificación de la providen-

cia de apremio, expedida por el/la tesorero/a municipal.
2. La providencia de apremio constituye el título ejecutivo, que tiene la misma 

fuerza ejecutiva que la sentencia judicial para proceder contra los bienes y derechos 
de los obligados al pago.

3. La providencia de apremio podrá ser impugnada ante el tesorero por los si-
guientes motivos:

a) Extinción total de la deuda o prescripción del derecho a exigir el pago.
b) Solicitud de aplazamiento, fraccionamiento o compensación en período volun-

tario y otras causas de suspensión del procedimiento de recaudación.
c) Falta de notificación de la liquidación.
d) Anulación de la liquidación.
e) Error u omisión en el contenido de la providencia de apremio que impida la 

identificación del deudor o de la deuda apremiada.
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4. Cuando la impugnación, razonablemente fundada se refiera a la existencia de 
causa de nulidad en la liquidación, se podrá ordenar la paralización de actuaciones. 
Si se verifica que efectivamente se da aquella causa, se instará el correspondiente 
acuerdo administrativo de anulación de la liquidación y se estimará el recurso contra 
la providencia de apremio.

Art. 66. Anuncios de subasta y Mesa de subasta.
1. La mesa de subasta de bienes estará integrada por el/la tesorero/a, que será 

el presidente, el jefe de Asesoría Jurídica, que actuará como secretario y el técnico 
del Servicio de Recaudación.

2. Las subastas de bienes embargados se anunciarán en todo caso en el tablón 
de edictos del Ayuntamiento y en el BOPZ.

Cuando el tipo supere la cifra de 1.000.000 euros, se anunciará en el Boletín 
Oficial del Estado.

3. El técnico del Servicio de Recaudación podrá acordar la publicación del anun-
cio de subasta en medios de comunicación de gran difusión y en publicaciones es-
pecializadas, cuando a su juicio resulte conveniente y el coste de la publicación sea 
proporcionado con el valor de los bienes.

Art. 67. Desarrollo de la subasta.
1. El importe de los tramos de licitación, deberá adecuarse a las siguientes escalas:
a) Para tipos de subasta inferiores a 6.000 euros, 60 euros.
b) Para tipos de subasta desde 6.001 euros hasta 30.000 euros, 120 euros.
c) Para tipos de subasta superiores a 30.001 euros, 300 euros.
2. Los licitadores podrán enviar o presentar sus ofertas en sobre cerrado, desde 

el anuncio de la subasta hasta una hora antes del comienzo de esta.
Dichas ofertas, que tendrán el carácter de máximas, serán registradas en un 

libro que, a tal efecto, se llevará en la oficina recaudatoria municipal. Tales ofertas 
deberán ir acompañadas de cheque conformado, extendido a favor del Ayuntamiento, 
por el importe del depósito.

3. Los cheques serán ingresados en la cuenta que designe el tesorero, proce-
diéndose a la devolución de los importes depositados a los licitadores no adjudicata-
rios, una vez concluida la subasta. La materialización de tal devolución se efectuará 
mediante cheque extendido por el tesorero.

4. En el supuesto de que antes de la celebración de la subasta algún licitador 
que hubiera presentado su oferta en sobre cerrado, manifieste por escrito la voluntad 
de no concurrir a la licitación, se procederá a la devolución del depósito en las condi-
ciones establecidas en el punto 3.

5. En el supuesto de concurrencia de varias ofertas en sobre cerrado, empezará 
la admisión de posturas a partir de la segunda más alta de aquellas.

6. Cuando la mesa tenga que sustituir a los licitadores en sobre cerrado, pujará 
por ellos, según los tramos establecidos en el presente artículo, sin sobrepasar el 
límite máximo fijado en su oferta.

7. En el supuesto de venta por adjudicación directa, la enajenación se ha de lle-
var a cabo dentro del plazo de seis meses, a contar desde el momento de celebración 
de la subasta.

Art. 68. Exigibilidad de intereses en el procedimiento de apremio.
1. Las cantidades exigibles en un procedimiento de apremio por ingresos de De-

recho público devengarán intereses de demora desde el día siguiente al vencimiento 
de la deuda en período voluntario hasta la fecha de su ingreso.

2. La base sobre la que se aplicará el tipo de interés no incluirá el recargo de 
apremio.

3. El tipo de interés se fijará de acuerdo con lo establecido en los artículos 10 
de la Ley de las Haciendas Locales y 26.6 de la Ley General Tributaria. Cuando, a lo 
largo del período de demora, se hayan modificado los tipos de interés, se determinará 
la deuda a satisfacer por intereses sumando las cuantías que correspondan a cada 
período.

4. Con carácter general, los intereses de demora se cobrarán junto con el prin-
cipal; si el deudor se negara a satisfacer los intereses de demora en el momento de 
pagar el principal, se practicará liquidación que deberá ser notificada y en la que se 
indiquen los plazos de pago.

5. Si se embarga dinero en efectivo o en cuentas, podrán calcularse y retenerse 
los intereses en el momento del embargo, si el dinero disponible fuera superior a la 
deuda perseguida. Si el líquido obtenido fuera inferior, se practicará posteriormente 
liquidación de los intereses devengados.

6. No se practicarán las liquidaciones resultantes de los puntos 4 y 5 cuando su 
importe sea inferior a 6 euros.
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Art. 69. Costas del procedimiento.
1. Tendrán la consideración de costas del procedimiento de apremio aquellos 

gastos que se originen durante su desarrollo. Las costas serán a cargo del deudor a 
quien le serán exigidas.

2. Como costas del procedimiento estarán comprendidas, entre otras, las si-
guientes:

a) Los gastos originados por las notificaciones que imprescindiblemente hayan 
de realizarse en el procedimiento administrativo de apremio.

b) Los honorarios de empresas y profesionales, ajenos a la Administración, que 
intervengan en la valoración de los bienes trabados.

c) Los honorarios de los registradores y otros gastos que hayan de abonarse por 
las actuaciones en los registros públicos.

d) Los gastos motivados por el depósito y administración de bienes embargados.
e) Los demás gastos que exige la propia ejecución.

CAPÍTULO V
Aplazamientos y fraccionamientos de pago

Art. 70. Procedimiento y criterios de concesión.
1. La solicitud de aplazamiento y fraccionamiento de pago se dirigirá al tesorero, 

a quien corresponde la apreciación de la situación económico financiera del obligado 
al pago en relación a la posibilidad de satisfacer los débitos.

2. La Tesorería dispondrá lo necesario para que las solicitudes referidas en el 
punto anterior se formulen en documento específico, en el que se indiquen los cri-
terios de concesión y denegación de aplazamientos, así como la necesidad de fun-
damentar las dificultades económico-financieras, aportando los documentos que se 
crean convenientes.

3. La concesión y denegación de aplazamientos y fraccionamientos de pago es 
competencia de la Junta de Gobierno Local, que podrá delegar cuando el importe de 
la deuda sea igual o inferior a 6.000 euros y los plazos propuestos para el pago sean 
igual o inferiores a dieciocho meses.

4. El acuerdo de concesión especificará la clase de garantía que el solicitante 
deberá aportar o, en su caso, la dispensa de esta obligación.

5. Los criterios generales de concesión de aplazamiento son:
a) Las deudas de importe inferior a 1.000 euros podrán aplazarse por un período 

máximo de tres meses.
b) Las deudas de importe superior a 1.000 euros e inferior a 2.000 euros, podrán 

aplazarse en un período máximo de un año.
c) Si el importe es igual o superior a 2.000 euros, los plazos concedidos pueden 

extenderse hasta veinticuatro meses.
d) El pago de las deudas comprendidas entre 2.000 euros y 6.000 euros podrá 

aplazarse o fraccionarse el pago por un plazo máximo de hasta treinta meses.
e) El pago de las deudas comprendidas entre 6.001‚euros y 180.000 euros podrá 

aplazarse o fraccionarse el pago por un plazo máximo de hasta tres años.
f) El pago de las deudas superiores a 180.001 euros podrá ser aplazado o frac-

cionado por un plazo máximo de hasta cinco años.
Solo excepcionalmente se concederá aplazamiento de las deudas cuyo importe 

sea inferior a 200 euros, o por períodos más largos que los enumerados en el punto 
anterior.

6. La concesión del aplazamiento o fraccionamiento de pago requerirá que el 
solicitante domicilie el pago de la deuda o de las sucesivas fracciones. A tal efecto, 
en la solicitud deberá constar la orden de domiciliación bancaria, indicando el número 
de cuenta y los datos identificativos de la entidad de crédito que haya de efectuar el 
cargo en cuenta.

Los plazos de fraccionamiento son mensuales y deben coincidir con el día 5 de 
cada mes o inmediato hábil posterior. Excepcionalmente los plazos podrán coincidir 
con el día 20 del mes o inmediato hábil posterior, o con periodicidad diferente a la 
mensual.

7. Contra la resolución denegatoria del aplazamiento o fraccionamiento de pago, 
podrá interponerse recurso de reposición ante el alcalde, en el plazo de un mes con-
tado desde el día de la recepción de esta notificación, o reclamación económico-ad-
ministrativa en los términos establecidos en la normativa aplicable.

Contra la denegación de este recurso podrá interponerse recurso contencio-
so-administrativo.

Las garantías admitidas se especifican en el artículo 74.
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Art. 71. Cómputo de intereses por aplazamiento de pago.
1. La presentación de una solicitud de aplazamiento o fraccionamiento en perío-

do voluntario impedirá el inicio del período ejecutivo, pero no el devengo del interés 
de demora.

2. En los supuestos de aplazamiento, fraccionamiento de deudas garantizadas 
en su totalidad mediante aval solidario de entidad de crédito o sociedad de garantía 
recíproca o mediante certificado de seguro de caución, el interés de demora exigible 
será el interés legal.

3. En la aplicación del punto 1, se tendrán en cuenta estas reglas:
a) El tiempo de aplazamiento se computa desde el vencimiento del período vo-

luntario y hasta el término del plazo concedido.
b) En caso de fraccionamiento, se computarán los intereses devengados por 

cada fracción desde el vencimiento del período voluntario hasta el vencimiento del 
plazo concedido, debiéndose satisfacer junto con dicha fracción.

En caso de que el fraccionamiento o aplazamiento sea superior al año y, por tan-
to, se desconozca el tipo de interés aplicable, se calculará este en base al tipo vigente 
y posteriormente se regularizará si se hubiera modificado el tipo de interés aplicable. 
Si se ha ordenado la domiciliación referida en el artículo anterior en el apartado 6, el 
cargo de cada fracción se efectuará por el importe exacto, resultante de aplicar el tipo 
de interés vigente en e l ejercicio de vencimiento de la fracción.

4. Si, llegado el vencimiento de la deuda aplazada o fraccionada no se realizara 
el pago, se anulará la liquidación de intereses de demora, correspondiente a los pla-
zos vencidos y a aquellos otros pendientes de vencimiento.

La liquidación de intereses se practicará en el momento de efectuar el pago, 
tomando como base de cálculo el principal de la deuda.

El tipo de interés a aplicar será el de demora, vigente a lo largo del período.
Art. 72. Efectos de la falta de pago.
1. En los aplazamientos la falta de pago a su vencimiento de las cantidades 

aplazadas determinará:
a) Si la deuda se hallaba en período voluntario en el momento de conceder 

el aplazamiento, se exigirá por la vía de apremio la deuda aplazada y los intereses 
devengados, con el recargo ejecutivo del 5 por 100. El recargo se aplicará sobre el 
principal de la deuda inicialmente liquidada, con exclusión de los intereses de demora. 
De no efectuarse el pago en los plazos fijados en el artículo 99.4 de esta Ordenanza, 
se procederá a ejecutar la garantía; en caso de inexistencia, o insuficiencia de esta, 
se seguirá el procedimiento de apremio para la realización de la deuda pendiente.

b) Si el aplazamiento fue solicitado en período ejecutivo, se procederá a ejecutar 
la garantía y, en caso de inexistencia o insuficiencia de esta, se proseguirá el proce-
dimiento de apremio.

2. En los fraccionamientos la falta de pago de un plazo determinará:
a) Si la deuda se hallaba en período voluntario, la exigibilidad en vía de apremio 

de las cantidades vencidas, extremo que será notificado al sujeto pasivo, concedién-
dole los plazos reglamentarios de pago de las deudas en período ejecutivo.

Si se incumpliera la obligación de pagar en este término, se considerarán venci-
dos los restantes plazos, exigiéndose también en vía de apremio.

b) Si la deuda se hallaba en período ejecutivo, continuará el procedimiento de 
apremio para la exacción de la totalidad de la deuda fraccionada pendiente de pago.

3. En los fraccionamientos de pago en que se hayan constituido garantías par-
ciales e independientes por cada uno de los plazos, se procederá así:

a) Cuando el fraccionamiento haya sido solicitado en período voluntario, el in-
cumplimiento del pago de una fracción determinará la exigencia por la vía de apremio 
exclusivamente de dicha fracción y sus intereses de demora, con el correspondiente 
recargo de apremio, procediéndose a ejecutar la respectiva garantía.

b) Cuando el fraccionamiento haya sido solicitado en período ejecutivo, se eje-
cutará la garantía correspondiente a la fracción impagada más los intereses de de-
mora devengados.

En ambos casos, el resto del fraccionamiento subsistirá en los términos en que 
se concedió.

4. Si concedido un fraccionamiento o aplazamiento, el deudor deja de pagar 
nuevos recibos en período voluntario sin solicitud expresa de que se incorporen al 
mismo, se dará por suspendido el procedimiento exigiéndose la totalidad de la deuda.



Núm. 207	 9 septiembre 2023

BO
PZ

 31

Art. 73. Garantías en los aplazamientos de pago.
1. Podrá dispensarse total o parcialmente al obligado tributario de la constitución 

de las garantías a las que se refiere el apartado anterior en los casos siguientes:
a) Cuando las deudas tributarias sean en su cómputo acumulado de cuantía 

inferior a 24.000 euros. Esta excepción podrá limitarse a solicitudes formuladas en 
determinadas fases del procedimiento de recaudación.

b) Cuando el obligado al pago carezca de bienes suficientes para garantizar la deu-
da y la ejecución de su patrimonio pudiera afectar sustancialmente al mantenimiento de 
la capacidad productiva y del nivel de empleo de la actividad económica respectiva, o 
pudiera producir graves quebrantos para los intereses de la Hacienda Pública.

Cuando el importe de la deuda que se solicita aplazar es superior a 24.000 eu-
ros, será necesario constituir garantía, que afiance el cumplimiento de la obligación. 
La garantía cubrirá el importe del principal y de los intereses de demora que genere el 
aplazamiento, más un 25 por ciento de la suma de ambas partidas.

2. Se aceptará la garantía que consista en aval solidario de entidades de depó-
sito o seguro de caución, siempre a primera vista, que cubra el importe de la deuda 
y de los intereses de demora calculados. El término de este aval deberá exceder 
en 6 meses, al menos, al vencimiento de los plazos concedidos y estará debidamente 
intervenido.

Cuando se justifique que no es posible obtener dicho aval o certificado o que su 
aportación compromete gravemente la viabilidad de la actividad económica, el Ayun-
tamiento podrá admitir garantías que consistan en hipoteca, prenda, fianza personal y 
solidaria u otra que se estime suficiente.

El obligado tributario podrá solicitar que se adopten medidas cautelares en sus-
titución de las garantías previstas en los párrafos anteriores.

Si la justificación del solicitante para la aportación de garantía distinta de aval no 
se estimase suficiente se concederá un plazo de diez días para el cumplimiento de lo 
dispuesto en el apartado 1, con indicación de que, de no atender el requerimiento en 
el plazo señalado, conforme al artículo 46.6 del Reglamento General de Recaudación, 
se tendrá por no presentada la solicitud y se archivará sin más trámite. La resolución 
de archivo del expediente será notificada al obligado tributario. Cuando el requeri-
miento de subsanación haya sido objeto de contestación en plazo por el interesado, 
pero no se entiendan subsanados los defectos observados, procederá la denegación 
de la solicitud de aplazamiento o fraccionamiento.

Tratándose de fraccionamientos, podrán aportarse garantías parciales para 
cada uno de los plazos.

3. Cuando se haya realizado anotación preventiva de embargo en registro públi-
co de bienes de valor suficiente, a juicio del tesorero, se considerará garantizada la 
deuda y no será necesario aportar nueva garantía.

4. El acuerdo de concesión especificará la garantía que el solicitante deberá 
aportar o, en su caso, la dispensa de esta obligación.

5. La garantía deberá aportarse en el plazo de treinta días contados a partir del 
día siguiente al de la notificación del acuerdo de concesión. Transcurrido este plazo 
sin formalizar la garantía, se exigirá inmediatamente por la vía de apremio la deuda 
con sus intereses y el recargo de apremio, siempre que haya concluido el período re-
glamentario de ingreso. Si el aplazamiento se hubiese solicitado en período ejecutivo, 
se continuará el procedimiento de apremio.

Si se trata de hipoteca o prenda, se deberá acompañar tasación de perito inde-
pendiente de la valoración del bien gravado, que ha de cubrir la totalidad del importe 
de la garantía. La suficiencia económica y jurídica de las garantías será apreciada por 
el órgano competente para la tramitación del aplazamiento o fraccionamiento previos 
los informes emitidos desde la Oficina de Recaudación. Cuando dicha apreciación 
presente especial complejidad, se podrá solicitar informe de otros servicios técnicos 
de la Administración o contratar servicios externos.

6. En supuestos de verdadera necesidad, cuando la deuda es inferior a 6.000 
euros, se podrá dispensar de aportar garantía, correspondiendo adoptar el acuerdo 
al alcalde.

7. Cuando se presente una solicitud de aplazamiento en período voluntario, sin 
acompañar el compromiso de entidad solvente de afianzar la deuda y se halle pen-
diente de resolución en la fecha de finalización del período de pago voluntario, el 
tesorero podrá ordenar la retención cautelar de los pagos que el Ayuntamiento deba 
efectuar al deudor.
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Si el contribuyente que solicita la concesión de un aplazamiento o fracciona-
miento sin garantía tiene deudas en período ejecutivo, únicamente se concederá si se 
incluyen en el fraccionamiento estas deudas.

Con carácter general, no se concederá aplazamiento o fraccionamiento sin ga-
rantía, a sujetos pasivos que hayan incumplido los plazos de anteriores aplazamien-
tos o fraccionamientos de este tipo.

8. La eficacia de las medidas cautelares solicitadas por los obligados tributarios, 
en sustitución de garantía, estará condicionada a la formalización y posterior emisión de 
certificación de cargas por el Registro de la Propiedad correspondiente, valorándose a 
juicio del/la titular de la Agencia Municipal Tributaria u órgano en quien delegue, previos 
los informes emitidos desde la Oficina de Recaudación, su estimación definitiva.

Todos los gastos que se produzcan por la adopción de estas medidas serán por 
cuenta del solicitante.

Con relación a los bienes sobre los que se produzcan estas medidas:
a) La solicitud de medida cautelar será formalizada por todos los copropietarios 

de la finca, así como, en su caso, por los cónyuges en gananciales, o cuyo domicilio 
habitual sea la finca objeto de la medida.

b) No podrá haberse iniciado procedimiento de ejecución hipotecaria.
c) No podrán tener anotación de embargo vigente cuyo titular sea distinto a esta 

Administración.

CAPÍTULO VI
Prescripción, anulación y compensación de deudas

Art. 74. Prescripción.
1. Prescribirán a los cuatro años:
a) El derecho de la Administración para determinar la deuda tributaria, mediante 

la oportuna liquidación.
b) La acción para exigir el pago de las deudas tributarias liquidadas y autoliqui-

dadas.
c) El derecho a solicitar y a obtener devolución de ingresos indebidos y el reem-

bolso del coste de las garantías.
2. El plazo de prescripción del derecho a que se refiere el párrafo a) se interrumpe:
a) Por cualquier acción de la Administración Tributaria, realizada con conoci-

miento formal del obligado tributario, conducente al reconocimiento, regularización, 
comprobación, inspección, aseguramiento y liquidación de todos o parte de los ele-
mentos de la obligación tributaria.

b) Por la interposición de reclamaciones o recursos de cualquier clase, por las 
actuaciones realizadas con conocimiento formal del obligado tributario en el curso de 
dichas reclamaciones o recursos, por la remisión del tanto de culpa a la jurisdicción 
penal o por la presentación de denuncia ante el Ministerio Fiscal, así como por la 
recepción de la comunicación de un órgano jurisdiccional en la que se ordene la para-
lización del procedimiento administrativo en curso.

c) Por cualquier actuación fehaciente del obligado tributario conducente a la 
liquidación o autoliquidación de la deuda tributaria.

3. El plazo de prescripción del derecho a que se refiere el párrafo b) se interrumpe:
a) Por cualquier acción de la Administración Tributaria, realizada con conoci-

miento formal del obligado tributario, dirigida de forma efectiva a la recaudación de la 
deuda tributaria.

b) Por la interposición de reclamaciones o recursos de cualquier clase, por las 
actuaciones realizadas con conocimiento formal del obligado en el curso de dichas 
reclamaciones o recursos, por la declaración del concurso del deudor o por el ejercicio 
de acciones civiles o penales dirigidas al cobro de la deuda tributaria, así como por 
la recepción de la comunicación de un órgano jurisdiccional en la que se ordene la 
paralización del procedimiento administrativo en curso.

c) Por cualquier actuación fehaciente del obligado tributario conducente al pago 
o extinción de la deuda tributaria.

4. El plazo de prescripción del derecho al que se refiere el párrafo c) se inte-
rrumpe:

a) Por cualquier actuación fehaciente del obligado tributario que pretenda la 
devolución, el reembolso o la rectificación de su autoliquidación.

b) Por cualquier acción de la Administración Tributaria dirigida a efectuar la de-
volución o el reembolso.

c) Por cualquier actuación fehaciente del obligado tributario por la que exija el 
pago de la devolución o el reembolso.
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d) Por la interposición, tramitación o resolución de reclamaciones o recursos de 
cualquier clase.

5. Producida la interrupción, se iniciará de nuevo el cómputo del plazo de pres-
cripción a partir de la fecha de la última actuación del obligado al pago o de la Admi-
nistración.

Interrumpido el plazo de prescripción, la interrupción afecta a todos los obliga-
dos al pago.

6. La prescripción ganada extingue la deuda, conforme a lo preceptuado en 
la LGT.

Art. 75. Compensación.
1. Podrán compensarse las deudas a favor del Ayuntamiento que se encuentren 

en fase de gestión recaudatoria, tanto voluntaria como ejecutiva, con las obligaciones 
reconocidas por parte de aquel y a favor del deudor.

2. Cuando la compensación afecta a deudas en período voluntario, será nece-
sario que la solicite el deudor.

3. Cuando las deudas se hallan en período ejecutivo, la compensación se prac-
ticará de oficio y será notificada al deudor.

Art. 76. Compensación de oficio de deudas de entidades públicas.
1. Las deudas a favor del Ayuntamiento, por créditos vencidos, líquidos y exigi-

bles, cuando el deudor sea un ente territorial, organismo autónomo, Seguridad Social 
o entidad de derecho público, cuya actividad no se rija por el ordenamiento privado, 
serán compensables de oficio, una vez transcurrido el plazo de ingreso en período 
voluntario.

2. El procedimiento a seguir para aplicar la compensación será el siguiente:
a) Comprobado por el Servicio de Recaudación que alguna de las entidades citadas 

en el punto 1 es deudora del Ayuntamiento, lo pondrá en conocimiento de la Tesorería.
b) Si el tesorero conociera de la existencia de créditos a favor de las entidades 

deudoras, dará traslado de sus actuaciones a la Asesoría Jurídica, a fin de que pueda 
ser redactada la propuesta de compensación.

c) Adoptado el acuerdo que autorice la compensación, por parte del alcalde, se 
comunicará a la entidad deudora, procediendo a la formalización de aquella cuando 
hayan transcurrido quince días sin reclamación del deudor.

Art. 77. Cobro de deudas de entidades públicas.
1. Cuando no fuera posible aplicar la compensación como medio de extinción 

de las deudas de las Entidades Públicas reseñadas en el artículo anterior, por no 
ostentar las mismas crédito alguno contra el Ayuntamiento, el/la tesorero/a solicitará 
a la intervención del ente deudor certificado acreditativo del reconocimiento de la obli-
gación de pagar al Ayuntamiento.

2. La Tesorería municipal trasladará a la Asesoría Jurídica la documentación 
resultante de sus actuaciones investigadoras.

Después de examinar la naturaleza de la deuda, del deudor y el desarrollo de la 
tramitación del expediente, la Asesoría elaborará propuesta de actuación, que puede 
ser una de las siguientes:

a) Si no está reconocida la deuda por parte del ente deudor, solicitar certificación 
del reconocimiento de la obligación y de la existencia de crédito presupuestario.

b) Solicitar a la Administración del Estado, o a la Administración autonómica 
que, con cargo a las transferencias que pudieran ordenarse a favor del ente deudor, 
se aplique la retención de cantidad equivalente al importe de la deuda y sea puesto a 
disposición del Ayuntamiento.

c) Solicitar la colaboración de la Agencia Estatal de Administración Tributaria.
3. Cuando todas las actuaciones municipales en orden a la realización del crédi-

to hayan resultado infructuosas, se investigará la existencia de bienes patrimoniales a 
efectos de ordenar el embargo de los mismos, si ello es necesario.

4. Las actuaciones que, en su caso, hayan de llevarse a cabo serán aprobadas 
por el alcalde y de su resolución se efectuará notificación formal a la entidad deudora.

Art. 78. Aplicación del principio de proporcionalidad.
1. Al efecto de respetar el principio de proporcionalidad entre el importe de la 

deuda y los medios utilizados para su cobro, cuando sea necesario proceder a la 
ejecución forzosa de los bienes y derechos del deudor, por deudas inferiores a 300 
euros, solo se ordenarán las actuaciones de embargo siguientes:

a) Deudas de cuantía inferior a 30 euros.
—Embargo de dinero efectivo o de fondos depositados en cuentas abiertas en 

entidades de crédito.
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b) Deudas de cuantía comprendidas entre 30 euros y 600 euros.
—Embargo de dinero efectivo o en cuentas abiertas en entidades de crédito.
—Créditos, valores y derechos realizables en el acto, o a corto plazo.
—Sueldos, salarios y pensiones.
2. A efectos de determinar la cuantía a que se refiere el punto anterior, se com-

putarán todas las deudas de un contribuyente que quedan pendientes de pago y siem-
pre que se hubiera dictado providencia de apremio.

3. Cuando el resultado de las actuaciones de embargo referidas en el punto 1 
sea negativo, se formulará propuesta de declaración de crédito incobrable.

4. Cuando la cuantía total de la deuda de un contribuyente sea superior a 
600 euros se podrá ordenar el embargo de los bienes y derechos previstos en el 
artículo 169 de la Ley General Tributaria, preservando el orden establecido en el men-
cionado precepto.

5. Sin perjuicio del criterio general reflejado en el apartado anterior, cuando el 
deudor haya solicitado la alteración del orden de embargo de sus bienes, se respetará 
el contenido de tal solicitud siempre que con ello, a criterio del órgano de recaudación, 
la realización del débito no se vea dificultada.

CAPÍTULO VII
Créditos incobrables

Art. 79. Situación de insolvencia.
1. Son créditos incobrables aquellos que no pueden hacerse efectivos en el 

procedimiento de gestión recaudatoria por resultar fallidos los obligados al pago, o 
por haberse realizado con resultado negativo las actuaciones previstas en el artículo 
anterior.

2. Cuando se hayan declarado fallidos los obligados al pago y responsables, se 
declararán provisionalmente extinguidas las deudas, en tanto no se rehabiliten en el 
plazo de prescripción. La deuda quedará definitivamente extinguida si no se hubiera 
rehabilitado en aquel plazo.

3. Si el jefe de Recaudación conociera de la solvencia sobrevenida del deudor, 
propondrá la rehabilitación del crédito al tesorero. Una vez aprobada, se registrará 
informáticamente.

4. Declarado fallido un deudor, los créditos contra el mismo de vencimiento pos-
terior serán dados de baja por referencia a dicha declaración, si no existen otros 
obligados o responsables.

5. A efectos de declaración de créditos incobrables, el técnico del Servicio de 
Recaudación documentará debidamente los expedientes, formulando propuesta que, 
con la conformidad del tesorero, se someterá a fiscalización de la Intervención y apro-
bación de la Junta de Gobierno. En base a criterios de economía y eficacia en la 
gestión recaudatoria, se detalla a continuación la documentación a incorporar en los 
expedientes para la declaración de crédito incobrable, en función de la cuantía de los 
mismos.

Art. 80. Criterios a aplicar en la formulación de propuestas de declaración de 
créditos incobrables.

1. Con la finalidad de conjugar el respeto al principio de legalidad procedimen-
tal con el de eficacia administrativa, se establecen los requisitos y condiciones que 
habrán de verificarse con carácter previo a la propuesta de declaración de créditos 
incobrables.

2. La documentación justificativa será diferente en función de los importes y ca-
racterísticas de la deuda, distinguiéndose los siguientes supuestos:

2.1. Expedientes por deudas acumuladas por importe inferior a 30 euros. Se for-
mulará propuesta de declaración de crédito incobrable con los siguientes requisitos:

2.1.1. Deberá figurar en el expediente ejecutivo la notificación en todos los do-
micilios que figuren en los valores, en el domicilio que figure en la base de datos 
municipal, y en el domicilio que conste en el padrón de habitantes, o de empresarios 
según corresponda.

2.1.2. En los supuestos de notificaciones practicadas en los domicilios indicados 
en el apartado anterior con resultado negativo, ya sea por ser el deudor desconocido 
o por resultar ausente, con dos intentos de notificación, se deberán de publicar me-
diante anuncios en el BOPZ.

2.2. Expedientes por deudas acumuladas por importe comprendido entre 30,01 
euros y 600 euros. Se formulará propuesta de declaración de crédito incobrable con 
los siguientes requisitos:
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2.2.1. Deberá figurar en el expediente ejecutivo la notificación en todos los do-
micilios que figuren en los valores, en el domicilio que figure en la base de datos 
municipal, y en el domicilio que conste en el padrón de habitantes o de empresarios 
según corresponda.

2.2.2. En los supuestos de notificaciones practicadas en los domicilios indicados 
en el apartado anterior con resultado negativo, ya sea por ser el deudor desconocido 
o por resultar ausente, con dos intentos de notificación, se deberán de publicar me-
diante anuncios en el BOPZ.

2.2.3. Deberá acreditarse dos intentos de embargo de fondos, en diferentes en-
tidades bancarias. Si no se dispone del NIF del deudor, se deberá acreditar que han 
sido efectuadas consultas en la base de datos municipal encaminadas a la realización 
de las deudas.

2.3. Expedientes por deudas acumuladas de importe comprendido entre 600,01 
euros y 6.000 euros. Se formulará propuesta de declaración de crédito incobrable con 
los siguientes requisitos:

2.3.1 Deberá de figurar en el expediente ejecutivo la notificación en todos los 
domicilios que figuran en los valores, en el domicilio que figure en la base de datos 
municipal, y en el domicilio que conste en el padrón de habitantes o de empresarios 
según corresponda.

2.3.2. En los supuestos de notificaciones practicadas en los domicilios indicados 
en el apartado anterior con resultado negativo, ya sea por ser el deudor desconocido 
o por resultar ausente, con dos intentos de notificación, se deberán de publicar me-
diante nuncios en el BOPZ.

2.3.3. Se deberá acreditar en el expediente el intento de embargo de Fondos de 
Cuentas Corrientes, devoluciones de IRPF, embargo de haberes (salario y pensiones) 
y embargo de vehículos.

2.3.4. Disponiendo del NIF del deudor se deberá acreditar dos intentos de em-
bargo de fondos, en diferentes entidades bancarias, así como el embargo, con resul-
tado negativo, de sueldos, salarios y pensiones, en su caso.

2.3.5. Se deberá acreditar los intentos de embargo de:
• Devoluciones tributarias, a practicar por la AEAT.
2.3.6. No disponiendo de NIF del deudor se deberá acreditar que han sido efectua-

das consultas en la base de datos municipal encaminadas a la realización de las deudas.
2.4. Expedientes por deudas acumuladas de importe superior a 6.000,01 euros. Se 

formulará propuesta de declaración de crédito incobrable con los siguientes requisitos:
2.4.1. Deberá figurar en el expediente ejecutivo la notificación en todos los do-

micilios que figuran en los valores, en el domicilio que figure en la base de datos 
municipal, y en el domicilio que conste en el padrón de habitantes, o de empresarios 
según corresponda.

2.4.2. En los supuestos de notificaciones practicadas en los domicilios indicados 
en el apartado anterior con resultado negativo, ya sea por ser el deudor desconocido 
o por resultar ausente, con dos intentos de notificación, se deberán de publicar me-
diante nuncios en el BOPZ.

2.4.3. Se deberá acreditar en el expediente que el deudor no figura como su-
jeto pasivo en el padrón del Impuesto sobre bienes inmuebles, en el impuesto sobre 
actividades económicas, y en el del impuesto sobre vehículos de tracción mecánica.

2.4.4. Disponiendo del NIF del deudor se deberá acreditar dos intentos de em-
bargo de fondos, en diferentes entidades bancarias así como el embargo, con resul-
tado negativo, de sueldos, salarios y pensiones, en su caso.

2.4.5. Se deberá acreditar que no figuran bienes inscritos a nombre del deudor 
en el Registro de la Propiedad, así como en otros Registro públicos.

2.4.6. Se deberá acreditar el intento de embargo de devoluciones tributarias, a 
practicar por la AEAT.

2.4.7. No disponiendo de NIF del deudor se deberá acreditar que han sido efec-
tuadas consultas en la base de datos municipal encaminadas a la realización de las 
deudas.

3. A los efectos de determinar la cuantía a que se refiere los apartados anterio-
res, se computarán todas las deudas por conceptos diferentes a multas de circulación 
de un contribuyente que queden pendientes de pago y siempre que se haya dictado 
la providencia de apremio.

4. En cualquier caso, podrán incluirse en la declaración de créditos incobrables 
aquellos débitos cuyo importe pendiente de pago sea inferior a la cifra que en cada 
momento se estime como mínima para cubrir el coste de su exacción y recaudación 
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y no exista posibilidad de acumulación a otros débitos del deudor. Dicha propues-
ta podrá ser realizada con carácter general por la Tesorería municipal atendiendo a 
importes mínimos en recaudación voluntaria o expedientes con débitos acumulados 
en vía ejecutiva, que no superen determinados importes, dependiendo de la fase de 
recaudación ejecutiva en que se encuentren.

5. De conformidad con lo establecido en el artículo 169 de la Ley 58/2003, Gene-
ral Tributaria, que promulga el respeto al principio de proporcionalidad, no se embar-
garán los bienes o derechos declarados inembargables por las Leyes ni aquellos otros 
respecto de los cuales se presuma que el coste de su realización pudiera exceder del 
importe que normalmente podría obtenerse en su enajenación.

La citada propuesta deberá ser debidamente razonada y constará en los expe-
dientes respectivos.

SECCIÓN V
Inspección

Art. 81. La inspección de los tributos.
1. El Servicio de Inspección Tributaria del Ayuntamiento de Mequinenza lleva 

a cabo las actuaciones de comprobación y, en su caso, investigación de la situación 
tributaria de los diferentes obligados tributarios por cualquiera de los tributos que in-
tegran el sistema tributario local, conforme a la normativa prevista en los artículos 11 
y 12 del Real Decreto legislativo 2/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el texto 
refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, siempre que esta compe-
tencia no se haya delegado a la Excma. Diputación de Zaragoza.

2. En el ejercicio de estas funciones administrativas, le corresponde realizar las 
funciones siguientes:

a) Investigar los hechos imponibles para el descubrimiento de los que sean ig-
norados por la Administración Tributaria local.

b) Comprobar la veracidad y aplicación correcta de las normas en las declaracio-
nes y autoliquidaciones que los obligados tributarios hayan presentado.

c) Practicar las liquidaciones tributarias resultantes de sus actuaciones de com-
probación e investigación.

d) Verificar el cumplimiento de los requisitos exigidos para la concesión o disfru-
te de cualquier beneficio o incentivo fiscal y devoluciones tributarias.

e) Informar a los sujetos pasivos y otros obligados tributarios sobre el alcance y 
naturaleza de las actuaciones inspectoras que se inicien, sobre los derechos y debe-
res que les correspondan, sobre las normas fiscales y en general y sobre el alcance 
de las obligaciones y derechos que se deriven.

f) Otras actuaciones dimanantes de los procedimientos de comprobación de tri-
butos locales que la normativa establezca en cada caso, procurando con especial 
interés la correcta inclusión en los censos de aquellos sujetos pasivos que deban 
figurar en los mismos.

g) Obtener la información necesaria para que los órganos de la Administración 
Tributaria local puedan llevar a cabo sus funciones.

h) Comprobar el valor de los derechos, rentas, productos, bienes, patrimonios, 
empresas y otros elementos cuando sea necesario para determinar las obligaciones 
tributarias.

i) Realizar actuaciones de comprobación limitada en los términos que estable-
cen los artículos 136 a 140 de la Ley General Tributaria.

3. La inspección de los tributos aplicará el régimen de infracciones y sanciones 
establecido en la Ley General Tributaria y en las disposiciones que la desarrollen, 
especialmente, el ahora vigente Real Decreto 2063/2004, de 15 de octubre, por el 
que se aprueba el Reglamento general del régimen sancionador tributario, así como 
otra normativa que se apruebe al respecto, especialmente el Real Decreto 1065/2007, 
de 27 de julio (Boletín Oficial del Estado núm. 213, de 5 de septiembre de 2007).

Art. 82. Personal inspector.
1. Las actuaciones de comprobación e investigación a que se refiere el artículo 

anterior las realizarán los funcionarios designados para este empeño, bajo la inme-
diata supervisión del secretario-interventor, quien dirigirá, impulsará y coordinará el 
funcionamiento de la misma, con la preceptiva autorización del alcalde-presidente 
mediante los oportunos Planes de Inspección.

2. No obstante, podrán encomendarse actuaciones de colaboración con la Ins-
pección, meramente preparatorias, o de comprobación o prueba de hechos o circuns-
tancias con trascendencia tributaria a personal no funcionario, pero siempre bajo la 
estricta supervisión de los funcionarios del Servicio.
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3. Los funcionarios de la inspección serán considerados agentes de la autoridad 
cuando lleven a cabo las funciones inspectoras que les correspondan. Las autorida-
des públicas deberán prestarles la protección y auxilio necesarios para el ejercicio de 
la función inspectora.

4. Los funcionarios de la Inspección actuarán siempre con la máxima conside-
ración y deberán guardar sigilo riguroso y observar secreto estricto respecto de los 
asuntos que conozcan por razón de su cargo. La infracción de estos deberes consti-
tuirá, en todo caso, falta administrativa grave.

5. El Ayuntamiento proveerá al personal inspector de un carnet u otra identifica-
ción que les acredite para el desempeño de su puesto de trabajo.

6. Se podrá encomendar trabajos de apoyo y asesoramiento en esta materia a 
empresas externas, siempre quedando prohibida la realización de cualquier actuación 
que implique ejercicio de autoridad.

Art. 83. Clases de actuaciones.
1. Las actuaciones inspectoras podrán ser:
a) De comprobación e investigación.
b) De obtención de información con trascendencia tributaria.
c) De valoración.
d) De informe y asesoramiento.
2. El alcance y contenido de estas actuaciones se encuentran definidos en la Ley 

General Tributaria, en el texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Loca-
les, en el Reglamento General de la Inspección de los Tributos y demás disposiciones 
que sean de aplicación.

3. El ejercicio de las funciones propias de la Inspección Tributaria se adecuará al 
correspondiente Plan de control tributario aprobado por el alcalde, que tendrá carácter 
reservado conforme establece el artículo 116 de la Ley General Tributaria.

Art. 84. Lugar y tiempo de las actuaciones.
1. Las actuaciones de comprobación e investigación podrán desarrollarse indis-

tintamente, según decida la Inspección:
a) En el lugar donde el sujeto pasivo tenga su domicilio fiscal o en aquel donde 

su representante tenga su domicilio, despacho u oficina.
b) En el lugar donde se realicen total o parcialmente las actividades gravadas.
c) Donde exista alguna prueba, al menos parcial, del hecho imponible o de los 

presupuestos de hecho de la obligación tributaria.
d) En las oficinas del Ayuntamiento, cuando los elementos sobre los cuales ha-

yan de realizarse puedan ser examinados en ellas.
2. La Inspección determinará en cada caso el lugar donde hayan de desarrollarse 

sus actuaciones, haciéndolo constar en la correspondiente comunicación o diligencia.
3. Las actuaciones que se desarrollen en las oficinas municipales respetarán 

preferentemente el horario de apertura al público y, en todo caso, la jornada de traba-
jo vigente. Si se hacen en los locales de los interesados deberán respetar la jornada 
laboral de oficina de la actividad que se realice, sin perjuicio de convenir, de mutuo 
acuerdo, que se hagan en otras horas o días.

4. El tiempo de las actuaciones se determinará por lo dispuesto al respecto en el 
Reglamento General de la Inspección de los Tributos.

Art. 85. Iniciación, desarrollo y terminación del procedimiento de inspección.
1. El procedimiento de inspección se iniciará:
a) De oficio, por propia iniciativa de la Inspección, como consecuencia de los 

planes inspectores, o bien sin sujeción a un plan previo por orden superior escrita y 
motivada del alcalde-presidente.

b) A petición del obligado tributario, para que las actuaciones de carácter parcial 
tengan carácter general respecto del tributo y, en su caso, períodos afectados.

La petición se deberá formular dentro de 15 días contados desde la notificación 
de inicio de actuaciones y deberá ser atendida en el plazo de los seis meses siguien-
tes a la solicitud.

2. Las actuaciones inspectoras se podrán iniciar mediante comunicación no-
tificada debidamente al obligado tributario o personándose la Inspección sin previa 
notificación en las empresas, oficinas, dependencias, instalaciones o almacenes de 
aquel, y se desarrollarán con el alcance, las facultades y los efectos que establecen 
la Ley general Tributaria y el Reglamento General de la Inspección de los Tributos.
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3. Las actuaciones del procedimiento de inspección tendrán carácter general en 
relación a la obligación tributaria y período comprobado, o carácter parcial si no afec-
tan a la totalidad de los elementos de esta obligación. En este último caso, si hubieran 
finalizado con una liquidación provisional, los hechos allí regularizados no podrán 
volver a ser objeto de un nuevo procedimiento.

4. Los obligados tributarios con capacidad de obrar podrán actuar por medio 
de representante, que habrá de acreditar debidamente esta condición por cualquier 
medio válido en Derecho que deje constancia fidedigna. En este caso, las actuaciones 
correspondientes se entenderán realizadas con el obligado tributario, hasta que este 
no revoque de forma fehaciente la representación y lo haya comunicado la Inspección.

4. El personal inspector podrá entrar en las fincas, en los locales de negocio y 
en cualquier lugar donde se desarrollen actividades sometidas a gravamen, existan 
bienes sujetos a tributación, se produzcan hechos imponibles o supuestos de hecho 
de las obligaciones tributarias o exista alguna prueba, cuando se considere necesario 
para la práctica de la actuación inspectora. Si se trata del domicilio constitucional-
mente protegido del obligado tributario, hará falta su consentimiento o la oportuna 
autorización judicial.

5. En el desarrollo de las funciones de comprobación e investigación, la Inspec-
ción calificará los hechos, actos o negocios realizados por el obligado tributario con 
independencia de la calificación previa que este les hubiera dado.

6. En el transcurso de la comprobación se podrá examinar si concurren o no 
en los períodos afectados las condiciones o los requisitos exigidos en su día para 
conceder o reconocer cualquier beneficio fiscal. Si se acreditara que no concurren, 
la Inspección podrá regularizar la situación del obligado tributario sin necesidad de 
proceder a la revisión previa del acto originario de concesión o reconocimiento.

7. Las actuaciones de la Inspección de los tributos se documentarán en diligen-
cias, comunicaciones, informes y actas.

Las actas son los documentos públicos que extiende la Inspección con la finali-
dad de recoger los resultados de sus actuaciones, proponiendo, además, la regulari-
zación que proceda o declarando que la situación tributaria del obligado es correcta.

a) Las actas de inspección serán de conformidad, disconformidad o con acuer-
do. Si el obligado tributario o su representante se niegan a recibir o suscribir el acta, 
esta se tramitará por el procedimiento establecido para las de disconformidad.

b) Las actas que extienda la Inspección tributaria tendrán el contenido, tramita-
ción y efectos que establecen las arts. 153 y siguientes de la Ley General tributaria, 
el vigente Reglamento General de la Inspección de los tributos y la normativa que lo 
sustituya.

c) En cualquier caso, y con carácter previo a la formalización de las actas de 
conformidad o disconformidad, se dará audiencia al obligado tributario para que pue-
da alegar todo lo que convenga a su derecho en relación con la propuesta que se 
vaya a formular.

d) La autorización para suscribir un acta con acuerdo tiene que otorgarse con 
carácter previo o simultáneo por el teniente de alcalde delegado de Economía y Ha-
cienda.

8. A los efectos del procedimiento de inspección, se debe entender que las refe-
rencias al inspector-jefe que se hacen en la normativa estatal que sea de aplicación 
directa, lo son al jefe del servicio.

9. Las actuaciones inspectoras deberán proseguir hasta su fin, en un plazo 
máximo de dieciocho meses contados desde la notificación de su inicio hasta que se 
pueda entender notificado el acto administrativo resultante de las mismas, sin tener 
en cuenta las dilaciones imputables a los interesados ni los períodos de interrupción 
justificada.

No obstante, este plazo se podrá prolongar motivadamente por nueve me-
ses más si en su desarrollo se aprecia alguna de las circunstancias indicadas del 
artículo 150.1 b) de la Ley General Tributaria.

10. Las actuaciones inspectoras se darán por concluidas cuando, a juicio de la 
Inspección, se hayan obtenido los datos y las pruebas necesarias para fundamentar 
la regularización que haga falta.

Art. 86. Intereses de demora.
Las propuestas de liquidación que regularicen la situación tributaria contendrán 

los intereses de demora por el importe a regularizar en el acta, siendo la fecha inicial 
de cómputo de los intereses de demora para los distintos períodos regularizados en 
el acta, la siguiente:
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—Para el ejercicio de alta, los intereses se computarán desde el día siguiente a 
la fecha de finalización del período voluntario para presentar la correspondiente decla-
ración, se hubiera presentado la misma o no, dado que dicha fecha es el día anterior 
al inicio de la actividad.

—Para los ejercicios posteriores al alta, como los mismos se gestionan a través 
de padrón fiscal mediante recibos de notificación colectiva, con plazos fijos de pago, 
al día siguiente a la finalización del período voluntario de pago.

Los intereses de demora se computarán hasta la fecha en que se entienda pro-
ducida la liquidación, un mes más desde la fecha del acta, si este se tramita en con-
formidad. Si el acta se tramita en disconformidad, hasta el día en que se practique la 
liquidación que corresponda o, si esta no se hubiera practicado en el plazo de un mes 
siguiente al término del plazo para formular alegaciones, hasta el día en que finalice 
dicho plazo.

El interés de demora aplicable será el vigente a lo largo del período en el que 
aquel se devengue.

Art. 87. Procedimiento sancionador.
1. El procedimiento sancionador en materia tributaria local se aplica teniendo en 

cuenta las normas especiales de la Ley General Tributaria sobre potestad sanciona-
dora, las disposiciones reglamentarias de desarrollo de esta normativa y las normas 
reguladoras del procedimiento sancionador en materia administrativa.

2. El procedimiento sancionador en materia tributaria se tramitará de forma se-
parada a los de aplicación de los tributos, salvo que se trate de actas con acuerdo o 
que el obligado haya renunciado expresamente a la tramitación separada.

3. El procedimiento sancionador en materia tributaria se iniciará siempre de 
oficio, mediante notificación del acuerdo del órgano competente. No podrá incoarse 
expediente sancionador respecto de la persona o entidad que hubiera sido objeto 
del procedimiento cuando haya transcurrido un plazo de tres meses desde que se 
hubiera notificado o se entendiera notificada la liquidación o resolución derivada de 
un procedimiento iniciado mediante declaración o de un procedimiento de verificación 
de datos, comprobación o inspección.

4. El procedimiento sancionador en materia tributaria se desarrollará de acuerdo 
con las normas especiales sobre actuaciones y procedimientos tributarios recogidas 
en el artículo 99 de la Ley General Tributaria y las normas sobre su instrucción que 
establece el artículo 207-212 de la mencionada ley.

5. El procedimiento sancionador ha de concluir siempre mediante resolución o 
por caducidad, en un plazo de seis meses contados desde la notificación de inicio del 
procedimiento hasta la notificación de la resolución procedente.

6. El expediente se iniciará a propuesta del funcionario que haya llevado a cabo 
las actuaciones de gestión, inspección o recaudación, respectivamente, y será instrui-
do por el jefe del Servicio o el funcionario en quien delegue.

7. El órgano competente del Ayuntamiento para acordar e imponer sanciones 
tributarias es la Junta de Gobierno Local, al amparo de lo dispuesto en el artículo 127 
de la Ley 7/1985.

8. Contra el acuerdo de imposición de las sanciones podrá interponerse recurso 
de reposición ante la Alcaldía-Presidencia o bien reclamación económico-administra-
tiva ante el Tribunal Económico-Administrativo competente, si lo hubiera.

9. El acto de resolución del procedimiento sancionador podrá ser objeto de re-
curso independiente, a menos que se haya impugnado también la deuda tributaria 
resultante del expediente de regularización del que deriva el sancionador, caso en que 
se acumularán ambos recursos.

La interposición de un recurso contra las sanciones impide su ejecución hasta 
que sean firmes en vía administrativa, sin necesidad de aportar garantía para suspen-
der la ejecución.

SECCIÓN VI
Relaciones entre el Ayuntamiento y otras Administraciones

Art. 88. Relaciones con la Agencia Estatal de Administración Tributaria.
1. El Ayuntamiento intercambiará con la AEAT información con trascendencia 

tributaria en las condiciones que establece la Administración Estatal, o que resulten 
de los convenios suscritos por la Federación Española de Municipios y Provincias a 
cuyo contenido se ha adherido el Ayuntamiento.
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2. Sin perjuicio del intercambio de información periódico, a que se refiere el 
apartado anterior, el Ayuntamiento solicitará la colaboración de la AEAT cuando resul-
te imprescindible para la efectividad de la recaudación de los ingresos municipales.

La colaboración solicitada podrá referirse a la obtención de datos con trascen-
dencia tributaria y a cualquier actuación recaudatoria que haya de efectuarse en un 
ámbito territorial diferente del municipio de Mequinenza.

3. Por lo que respecta a consultas de datos sobre la situación tributaria con la 
Agencia Estatal relativos a terceros, relacionados con las actuaciones que correspon-
den al Ayuntamiento, se podrán hacer por vía telemática y por persona identificada y 
autorizada.

En todo caso, la realización de estas consultas requerirá consentimiento de los 
interesados.

Art. 89. Relaciones con la Gerencia Territorial del Catastro.
1. El intercambio de datos sobre bienes inmuebles y sujetos pasivos del Impues-

to sobre bienes inmuebles con trascendencia para la gestión de este tributo, se hará 
por medios informáticos cuando la Gerencia del Catastro lo solicite o autorice.

2. Si lo considera necesario la Gerencia Territorial del catastro se podrán insta-
lar en las oficinas municipales los puntos de información catastral que se consideren 
convenientes, al objeto de poder obtener, con consentimiento del interesado, la certi-
ficación catastral que al solicitante interese.

DISPOSICIÓN ADICIONAL
Modificación de los preceptos de Ordenanza y de las referencias que hace la 

normativa vigente, con motivo de la promulgación de normas posteriores. Los pre-
ceptos de esta Ordenanza fiscal que, por razones sistemáticas reproduzcan aspectos 
de la legislación vigente y otras normas de desarrollo, y aquellos en que se hagan 
remisiones a preceptos de esta, se entenderá que son automáticamente modificados 
y/o sustituidos, en el momento en que se produzca la modificación de los preceptos 
legales y reglamentarios de que lleven causa.

DISPOSICIÓN FINAL PRIMERA
1. Se autoriza al alcalde-presidente para dictar cuantas instrucciones sean nece-

sarias para la aplicación de la presente Ordenanza.
2. Los expedientes que se encuentren pendientes de finalización, se continuarán 

tramitando de acuerdo con lo establecido en la presente Ordenanza General.

DISPOSICIÓN FINAL SEGUNDA
La presente Ordenanza entrará en vigor al día siguiente de la publicación de su 

texto íntegro en el BOPZ, y se mantendrá vigente mientras no se acuerde su deroga-
ción o modificación expresa.

Contra el presente acuerdo se interpondrá recurso contencioso-administrativo,  
ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de 
Aragón con sede en Zaragoza, en el plazo de dos meses a contar desde el día 
siguiente a la publicación del presente anuncio, de conformidad con el artículo 46 de la 
Ley 29/1998, de 13 de julio, de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.

Mequinenza, a 11 de agosto de 2023. — El alcalde, Antonio Sanjuán Soler.

DIPUTACION DE ZARAGOZA

El Boletín Oficial de la Provincia de Zaragoza puede consultarse en las siguientes páginas web: http://boletin.dpz.es/BOPZ/ o www.dpz.es

CIF: P-5.000.000-I     •      Depósito legal: Z. número 1 (1958)

Administración: 
Palacio de la Diputación de Zaragoza (Admón. del BOPZ). Plaza de España, 2. 
Teléfono: 976 288 800 - Directo: 976 288 823 - Fax: 976 288 947

Talleres: 
Imprenta Provincial. Carretera de Madrid, s/n - Teléfono: 976 317 836

Correos electrónicos: bop@dpz.es / imprenta@dpz.es

Instrucciones y normativa para presentación de anuncios en: 
http://boletin.dpz.es/BOPZ/

TARIFAS: 
(artículo 9, Ordenanza fiscal núm. 3, reguladora de la tasa por la prestación de servicios 
del Boletín Oficial de la Provincia de Zaragoza)

Anuncios ordinarios:
1.º 0,025 euros por cada carácter que integre el texto del anuncio.
2.º 37,50 euros por cada gráfico o imagen tamaño ½ DIN A4.
3.º 75,00 euros por cada gráfico o imagen tamaño DIN A4.

Anuncios urgentes: 
1.º 0,050 euros por cada carácter que integre el texto del anuncio.
2.º 75,00 euros por cada gráfico o imagen tamaño ½ DIN A4.
3.º 150,00 euros por cada gráfico o imagen tamaño DIN A4.

BOLETÍN OFICIAL DE LA PROVINCIA DE ZARAGOZA


